
INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN Y JUSTICIA
RECAIDO  EN  EL  PROYECTO  DE  LEY  QUE  INTRODUCE  EN  LA  LEY
ORGÁNICA  CONSTITUCIONAL  DEL  CONGRESO  NACIONAL,  LAS
ADECUACIONES NECESARIAS PARA ADAPTARLA A LA LEY Nº 20.050, QUE
REFORMÓ LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA.

                      BOLETÍN Nº 3962-07

HONORABLE CÁMARA:

La  Comisión  de  Constitución,  Legislación  y  Justicia
viene en  informar,  en  primer  trámite  constitucional  y  primero  reglamentario,  el
proyecto  de  la  referencia,  originado  en una moción  de los  Diputados  señores
Gabriel Ascencio Mansilla, Jorge Burgos Varela, Patricio Cornejo Vidaurrázaga y
Carlos Montes Cisternas.

Durante el análisis de esta iniciativa, la Comisión contó
con la colaboración de las siguientes personas:

Don Sergio Romero Pizarro, Presidente del Senado.

Don  Gabriel  Ascencio  Mansilla,  Presidente  de  la
Cámara de Diputados

Don Francisco Vidal Salinas, Ministro del Interior.

Don  Claudio  Troncoso  Repetto,  Jefe  de  la  División
Jurídica del Ministerio de Relaciones Exteriores.

Doña  Susana  Rioseco  Zorn,  abogada  del  Ministerio
Secretaría General de la  Presidencia.

Don Miguel Landeros Perkic, Secretario de Comisiones
de esta Corporación.

IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.

La idea central  del  proyecto se orienta a adaptar  las
disposiciones  de  la  Ley  Orgánica  Constitucional  del  Congreso  Nacional,  a  las
recientes  reformas  experimentadas  por  la  Constitución  Política,  a  raíz  de  las
modificaciones que le introdujera la ley Nº 20.050.
-+

Con tal propósito:

a) se agrega a las materias que quedan sujetas a las
disposiciones  de  esta  ley,  el  funcionamiento  y  atribuciones  de  las  comisiones
investigadoras y la  forma de proteger  los derechos de las  personas citadas o
mencionadas en ellas.

b) se establece un período ordinario de sesiones que
durará  desde  el  mes  de  marzo  hasta  el  mes  de  enero  del  año  siguiente,



consecuencia  de  la  supresión   de  la  división  de  la  legislatura  en  ordinaria  y
extraordinaria.

c)  se  precisan  los  alcances  del  principio  de
transparencia, señalando que consiste en permitir y promover el conocimiento de
los  actos  y  resoluciones  que  se  adopten  como  de  sus  fundamentos  y  los
procedimientos que se utilicen, todos en el ejercicio de la función legislativa.

                                           d) se establece la excepcionalidad para el secreto de
sesiones, actas y votaciones de las Cámaras, las que sólo podrán ser declaradas
tales cuando la publicidad afecte el debido cumplimiento de las funciones de sus
órganos internos, los derechos de  las personas, la seguridad de la Nación o el
interés nacional.

e)  se  excepciona  de  la  obligación  de  entregar  a  las
Cámaras,  por  parte  de  los  organismos  del  Estado,  aquellos  informes  o
antecedentes  que  revistan  el  carácter  de  secretos  o  reservados  en  virtud  de
disposición expresa de una ley de quórum calificado.

f)  se  establece  que  los  informes  y  antecedentes
solicitados, que revistan el carácter de secretos o reservados por comprometer el
debido cumplimiento de las funciones de los organismos de la administración, los
derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional, serán
proporcionados por medio del Ministro de que dependa o se relacione el servicio
de que se trate, a la Cámara o comisión que corresponda, en sesión secreta. 

g) se establece que las comisiones mixtas podrán ser
presididas por un diputado o un senador,  según quien elija la mayoría de sus
integrantes y se reunirán, alternativamente, por asunto, en las salas de comisiones
del Senado o de la Cámara.

h)  se  establece  que  una  vez  hecha  presente  la
urgencia, la Cámara respectiva deberá pronunciarse dentro del plazo máximo de
treinta días.

i) se dispone que del oficio en que se la haga presente,
deberá darse cuenta en la sesión más próxima que celebre la Cámara que lo
reciba, comenzando a regir a partir de esa fecha, pero si se trata de oficios de
retiro de la urgencia, comenzarán a regir desde el momento de su recepción.

j)  se establece que cualquiera de las Cámaras podrá
acordar la suspensión del plazo de la urgencia de un proyecto, si en la comisión
que debe informarlo hubieren dos o más proyectos pendientes, con urgencia.

k) se suprimen las normas que establecen el plazo que
los distintos tipos de urgencia señalan para el despacho de un proyecto, los que
deberán ser fijados por el reglamento, no pudiendo exceder de los treinta días que
señala el artículo74 de la Constitución.

l)  se  establece  que  la  aprobación  en  general  de  un
proyecto deberá hacerse en un solo acto, con los votos favorables de la mayoría
de los diputados o senadores presentes. La votación en particular deberá respetar
los quórum especiales que correspondan.
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m)  se  dispone  que  las  proposiciones  que  hagan  las
comisiones  mixtas  se  votarán  en  un  sólo  acto,  entendiéndose  aprobadas  las
normas legales que obtengan los quórum correspondientes, según su naturaleza.

n)  se  agrega  un  nuevo  Título  V  para  tratar  de  las
comisiones especiales investigadoras.

ñ)  se  agrega  un  Título  VI,  nuevo,  para  tratar  de  la
tramitación aplicable a la aprobación de los tratados internacionales.

Tales ideas, las que el proyecto concreta en un artículo
único  que  introduce  las  correspondientes  modificaciones  en  la  Ley  Orgánica
Constitucional del Congreso, son propias de ley al tenor de lo establecido en los
artículos 63 Nºs. 1 y 2, en relación con los artículos 52, inciso primero Nº 1, letra c)
e inciso segundo y 55, incisos primero y tercero de la Constitución Política.

DIPUTADO INFORMANTE

Se designó Diputada Informante a la señora Laura Soto
González

CONSTANCIAS.

Para los efectos de lo establecido en los números 2º, 4º,
5º  y  7º  del  Reglamento de la  Corporación,  la  Comisión dejó  constancia de  lo
siguiente:

1.- Que el artículo único del proyecto tiene rango de ley
orgánica constitucional por incidir sus disposiciones en una ley de tal rango y por
así disponerlo los artículos 52, inciso primero, Nº 1, letra c), párrafo cuarto e inciso
segundo y 55 incisos primero y tercero de la Constitución Política.

2.- Que el proyecto no contiene disposiciones que sean
de la competencia de la Comisión de Hacienda.

3.-  Que  el  proyecto  fue  aprobado  en  general  por
unanimidad. ( participaron en la votación los Diputados señoras Guzmán y Soto y
señores Araya, Burgos, Bustos, Cardemil, Ibáñez y Uriarte).

4.-  Que  la  Comisión  rechazó  las  siguientes
disposiciones e indicaciones:

I) Los números 9 y 10 del artículo único. 

II) Las siguientes indicaciones:

                                           a)La del Diputado señor Ascencio para substituir el
inciso final  propuesto para el artículo 5° A, por el siguiente

“  El  principio  de  transparencia  consiste  en  permitir  y
promover el conocimiento tanto de los actos y resoluciones que se adopten, así
como  de  sus  fundamentos  y  de  los  procedimientos  que  se  utilicen.  En
consecuencia, las sesiones de las Cámaras o de sus comisiones, los documentos
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y antecedentes de las mismas, las actas de sus debates y las votaciones serán
públicas.

No obstante, serán secretas cuando corresponda tratar
alguno  de  los  asuntos  cuya  discusión,  en  esa  calidad,  haya  solicitado  el
Presidente de la República, en conformidad con el número 15º del artículo 32 de la
Constitución Política de la República.

Igualmente,  las  sesiones  de  las  Cámaras  o  de  sus
comisiones,  los  documentos  y  antecedentes  de  las  mismas,  las  actas  de  sus
debates y las votaciones sólo podrán ser secretas cuando su publicidad afectare:

i)  el  debido  cumplimiento  de  las  funciones  de  sus
órganos  internos,  en  particular  tratándose  de  sesiones,  antecedentes  o
documentos y votaciones de las Comisiones de Régimen Interior y de Ética del
Senado o de Régimen Interno, Administración y Reglamento y de Conducta de la
Cámara de Diputados.

ii) los derechos de las personas, como aquellos que se
refieren a la vida privada de una persona individualizada o identificable, intereses
comerciales o económicos u de otro tipo que afecten a personas determinadas, o

iii) la seguridad de la Nación o el interés nacional, como
las relativas a la defensa nacional o a la seguridad pública.

En  los  casos  del  inciso  anterior,  la  calificación  de
secreta deberá ser fundada y se declarará por el Presidente de la Cámara o de la
comisión, según corresponda, con el acuerdo de los dos tercios de los miembros
presentes.

También  se  podrá  mantener  la  reserva  de  los
requirentes de peticiones de informes o antecedentes específicos que se realicen
conforme al procedimiento que establece el  artículo 9º de esta ley, pero en tal
caso  la  reserva  sólo  se  mantendrá  hasta  que  se  reciban  los  informes  o
antecedentes pedidos.”.

b)  La  del  Ejecutivo  para  agregar  al  final  del  inciso
segundo que se agrega al artículo 9° por la letra b) del número 6, lo siguiente:

Los  documentos,  informes  y  antecedentes
proporcionados de conformidad a este inciso serán mantenidos en reserva.”.

c) La del Ejecutivo para substituir el nuevo inciso tercero
propuesto para el artículo 26 (número 8 del proyecto) por el siguiente:

“En caso que el proyecto para el cual se hace presente
una urgencia esté radicado en una comisión que  tuviere pendientes uno o más
proyectos  con  urgencias  y  siempre  que  los  plazos  de  éstas  no  estuvieren
vencidos, la Cámara respectiva, a petición de dicha Comisión, podrá solicitar al
Presidente de la República que otorgue prioridad a alguno de dichos proyectos y
retire las restantes urgencias hasta la expiración del término correspondiente a la
urgencia que se mantenga.”.

4



d)  La  del  Diputado  señor  Ascencio  para  agregar  un
nuevo inciso tercero al artículo 27 ( número 9 del proyecto) del siguiente tenor:

“El cambio de calificación en una misma legislatura y en
una misma Cámara de una urgencia simple a suma o a discusión inmediata, ya
sea que la urgencia esté vigente o se haya vencido, caducado o retirado, requerirá
de previo acuerdo de la Cámara respectiva.”.

e)  La  del  Diputado  señor  Ascencio  para  substituir  el
inciso primero del artículo 27 ( número 9 del proyecto) por el siguiente:

                                            “ Artículo 27.- Cuando un proyecto sea calificado de
simple urgencia, su discusión y votación en la Cámara requerida deberán quedar
terminadas en el plazo de treinta días; si la calificación fuere de suma urgencia,
ese plazo será de veinte días, y si se solicitare discusión inmediata, será de diez
días.”.

f) La del Diputado señor Ascencio para substituir en los
incisos segundo y tercero del artículo 28 ( número 9 del proyecto), las palabras
“cuatro días” por “siete días” y “un día” por “tres días”, respectivamente.

                             g) La del Diputado señor Ascencio para substituir el Nº
13 por el siguiente:

“ Sustitúyese el artículo 31 por el siguiente:

“  Artículo  31.-  Las  proposiciones  que  formulen  las
comisiones mixtas no podrán ser objeto de indicaciones y se votarán en conjunto,
salvo  que  la  propia  comisión  proponga  una  forma  diferente  de  votación  o  la
propuesta  contenga  normas  legales  que  requieran  quórum  diferentes  de
aprobación, las que se deberán votar separadamente.

En el rechazo de los informes de las comisiones mixtas
será aplicable lo dispuesto en el inciso final del artículo anterior.”.

h)  La  del  Ejecutivo  para  substituir  el  Nº  13  por  el
siguiente:

“Sustitúyese el artículo 31 por el siguiente:

“Artículo  31.-  Las  proposiciones  que  hagan  las
comisiones mixtas no podrán ser objeto de indicaciones, se votarán en un solo
acto y serán aprobadas de acuerdo a lo previsto en los artículos 70 y 71 de la
Constitución.”.

i) La del Ejecutivo para suprimir el Nº 15.

j)La del Ejecutivo para substituir el nuevo inciso 
segundo propuesto para el artículo 53 por el siguiente:

“El acuerdo de la Cámara que decida la constitución de
una  comisión  especial  investigadora,  determinará  el  o  los  actos  del  gobierno
específicos  en los que recaerá su cometido. Ni aún por la unanimidad de los
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integrantes, esta comisiones podrán extender sus funciones al  conocimiento de
materias no comprendidas  en ellas.”.

k)  Las  de  los  Diputados  señores  Bayo,  Burgos,
Escalona, Mora, Riveros y Villouta para agregar los siguientes artículos nuevos al
Título VI:

“Artículo…- No requerirán de aprobación del Congreso
Nacional los tratados o acuerdos internacionales que el Presidente de la República
celebre en el ejercicio de su potestad reglamentaria en asuntos de interés general
para las relaciones internacionales del país o en materias que para la aplicación
de la ley nacional requieren un acuerdo internacional.”.

                                “Artículo…- Las Cámaras del Congreso Nacional darán
su opinión sobre las decisiones del Presidente de la República de denunciar o de
retirarse  de  un  tratado,  previo  informe  de  sus  respectivas  Comisiones  de
Relaciones Exteriores.”.  

                                 “Artículo…- Una vez que la denuncia o el retiro de un
tratado produzcan sus efectos internacionales, éstos también se producirán en el
orden jurídico interno chileno, de lo cual se hará la publicación correspondiente en
el Diario Oficial.”.

                                  “Artículo…- El retiro por el Presidente de la República
de una reserva que el Congreso Nacional tuvo en consideración al momento de
aprobar un tratado requerirá el  acuerdo de ambas Cámaras dado,  separada y
coincidentemente, previo informe de sus respectivas Comisiones de Relaciones
Exteriores.”.

                                   “Artículo…-  Los  hechos  que  digan  relación  con  el
tratado  internacional,  tales  como  vigencia,  formulación  y  retiro  de  reservas,
declaraciones interpretativas, objeciones a una reserva y su retiro, la denuncia,
retiro, suspensión, terminación y nulidad del mismo deberán ser publicados en el
Diario Oficial, en la forma que determine el reglamento.”.

                                   “Artículo….- El Congreso Nacional podrá delegar en el
Presidente de la República la facultad de dictar las disposiciones con fuerza de ley
que estime necesarias para el cabal cumplimiento de un tratado vigente, con las
limitaciones establecidas en los incisos segundo y siguientes del artículo 64 de la
Constitución.

                                   Tal delegación procederá, por iniciativa parlamentaria o
a solicitud del Presidente de la República, y se otorgará en la parte dispositiva del
proyecto de acuerdo aprobatorio del tratado internacional correspondiente.”.

                                   “Artículo…-  El  tratado  que  fuere  remitido  al  control
constitucional en conformidad con el Nº 1 del artículo 93 de la Constitución Política
no podrá ser ratificado por el Presidente de la República con reservas que incidan
en materias propias de ley orgánica constitucional.”.

                                    “Artículo…- Para los efectos de la  aprobación de los
tratados internacionales por el Congreso Nacional se entenderá por:
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                                   a)  Reserva:  la  declaración  que  puede  formular  el
Presidente de la República al momento de suscribir o ratificar un tratado, o al de
adherir al Estado a su cumplimiento, con el objeto de excluir o modificar, en su
aplicación a Chile, los efectos jurídicos de alguna de sus disposiciones.”.

                                    b) Declaración interpretativa: la declaración que puede
formular  el  Presidente  de  la  República  al  momento  de  suscribir  o  ratificar  un
tratado, o al de adherir al Estado a su cumplimiento, con el objeto de dar a alguna
de sus disposiciones, en su aplicación a Chile, un sentido que armonice con el
orden jurídico interno o con los intereses del Estado.”.

ANTECEDENTES.

A.- Los autores de la moción señalan que con motivo de
las  recientes  reformas  constitucionales,  resulta  indispensable  efectuar  las
adaptaciones correspondientes en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso,
indicando que los principales aspectos de estas adaptaciones son las siguientes:

1º  la  eliminación  de  las  legislaturas  ordinarias  y
extraordinarias, de tal forma que el Congreso tenga sólo un período ordinario de
sesiones que se extenderá de marzo a enero del año siguiente, de modo que las
Cámaras, una vez instaladas, den inicio a sus actividades conforme al calendario
de sesiones que establezcan.

2º la transparencia de los actos y resoluciones que se
adopten y de los fundamentos y procedimientos que se usen en el ejercicio de la
función legislativa, precisando que el principio de transparencia debe permitir  y
promover  el  conocimiento  de  las  bases  y  mecanismos  de  dicha  función,
estableciéndose, además, las oportunidades en que las sesiones de las Cámaras,
de sus comisiones, las actas de sus debates y las votaciones  podrán tener el
carácter de secretas.

3º la determinación de los informes y antecedentes que
son de naturaleza secreta o reservada, señalando que tienen tal carácter los que
comprometen el debido funcionamiento de los organismos de la Administración del
Estado,  los  derechos de las  personas,  la  seguridad de la  Nación o  el  interés
nacional,  antecedentes  que  deben  entregarse  a  las  Cámaras  por  medio  del
Ministro  con que el  respectivo  servicio,  organismo o entidad tiene vínculos  de
dependencia o se relaciona con el Gobierno.

4º  la  regulación  de  las  urgencias,  dejándose  al
Presidente  de  la  República  la  facultad  de  hacerla  presente,  mediante  oficio
remitido  al  Presidente  de  la  Corporación  en  que  el  proyecto  se  encuentre,
debiendo ésta pronunciarse en el plazo máximo de treinta días.

Se  deja  al  reglamento  la  fijación  de  los  plazos  que
corresponde  a  cada  grado  de  urgencia,  es  decir,  simple,  suma  o  discusión
inmediata,  pudiendo  cualquiera  de  las  Cámaras  suspender  el  plazo  de  estas
urgencias si la comisión que deba informar el proyecto de que se trate, tuviere
pendientes dos o más proyectos con urgencia.
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Finalmente,  se  dispone que el  término del  respectivo
período de sesiones hará caducar las urgencias pendientes, salvo el caso de que
éstas incidan en prestar o negar el consentimiento a los actos del Presidente de la
República, cuando la Constitución o la ley así lo exijan.

5º  las  disposiciones  sobre  comisiones  mixtas  de
Diputados y Senadores que, en relación a la situación actual, contemplan, como
novedad, que ellas podrán ser presididas por un Diputado o un Senador según lo
que la mayoría de sus integrantes elija, pudiendo reunirse, alternadamente por
asunto, en las salas de comisiones del Senado o de la Cámara.

6º   las  precisiones  que  se  establecen  sobre  las
votaciones generales y particulares de un proyecto de ley, las que de acuerdo a
los autores de la moción, tienen por objeto terminar con una  normativa carente de
sentido  jurídico  y  político  que  obliga  a  votar  primero  en  general  y,  luego,  en
particular las normas que requieren un quórum especial de votación.

Señalan  que  ahora  las  aprobaciones  en  general  se
votarán en un solo acto, sin posibilidad de dividir la votación y con la mayoría
favorable  de  Diputados  o  Senadores  presentes  en  la  sesión.  La  votación  en
particular, en cambio, respecto de disposiciones que requieren mayorías distintas
a la de los miembros presentes, se votarán en forma separada y con las mayorías
exigidas en cada caso.

Agregan que en el caso de las comisiones mixtas, sus
proposiciones, las que no pueden ser objeto de indicaciones y deberán votarse
conjuntamente, se entenderán aprobadas si reúnen los quórum correspondientes
según su naturaleza.

7º  las  normas  sobre  las  comisiones  especiales
investigadoras. A este respecto, hacen presente que muchas de las disposiciones
reglamentarias  que  norman  su  funcionamiento,  se  elevan  a  rango  legal,
adecuando  su  contenido  a  las  nuevas  disposiciones  constitucionales.  En  tal
circunstancia se encuentra la comparecencia de ministros y demás funcionarios
públicos y personal de las empresas del Estado o en que éste tiene participación
mayoritaria,  señalándose  la  forma en  que  deberán  comparecer  o  entregar  los
documentos que se les solicitaren; se reglan los derechos de las personas que
concurran a las sesiones de estas comisiones, permitiéndose la asistencia de un
asesor que les secunde en sus declaraciones y ayude en la salvaguarda de sus
derechos  constitucionales,  autorizándoseles,  además,  a  aclarar  o  rectificar  las
alusiones ofensivas o injustas de que sean objeto.

Se  establece  que  corresponde  al  Presidente  de  la
comisión la salvaguarda de los derechos de las personas que intervengan como
también velar porque no se les ofenda o atribuyan intenciones opuestas a sus
deberes; se establece el derecho al respeto y protección de la vida y a la honra de
la  persona  y  de  su  familia  y,  por  último,  se  regula  la  posibilidad  de  que  se
solventen  con  cargo  a  la  Corporación  los  gastos  de  quienes  asistan  a  las
comisiones y no tengan el carácter de empleados o autoridad pública.

8º  las disposiciones relacionadas con la aprobación de
los tratados internacionales, recogiéndose lo  que ha sido la practica parlamentaria
en la tramitación de este tipo de proyectos, adecuándola a la nueva normativa
constitucional.
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Agregan  que  en  este  aspecto,  cabe  destacar  lo
relacionado con la formulación de reservas y declaraciones interpretativas, las que
ahora podrá sugerir  el  Congreso al  Jefe del Estado; la regulación relativa a la
tramitación de las denuncias o retiro de un tratado en cuya aprobación ha tenido
participación el Congreso y, por último, la consulta que debe efectuarse a la Corte
Suprema con ocasión de las disposiciones de un tratado que digan relación con la
organización y atribuciones de los tribunales.

B.-  La  ley  N  18.918,  orgánica  constitucional  del
Congreso Nacional.

En lo que interesa a este informe, cabe señalar que:

Su  artículo  2º,  en  su  inciso  primero,  sujeta  a  las
disposiciones  de  esta  ley  la  tramitación  interna  de  los  proyectos  de  ley  y  de
reforma constitucional, la calificación de las urgencias y las observaciones o vetos
del Presidente de la República, así como lo concerniente a las acusaciones que
formule la Cámara y su conocimiento por el Senado.

Su  artículo  5º   señala  que  el  Congreso  deberá
instalarse el 11 de marzo siguiente a una elección de Senadores y Diputados.

Su  inciso  segundo  señala  que  el  Congreso  se
entenderá instalado luego de la investidura de la mayoría de los miembros de
ambas Cámaras y de que se haya elegido a los integrantes de las respectivas
mesas, y su inciso tercero agrega que la investidura de los parlamentarios se hará
por medio del  juramento o promesa hecha conforme a los reglamentos de las
Cámaras.

Finalmente,  su  inciso  quinto  dispone  que  las
autoridades  a  quienes  corresponde  designar  a  los  Senadores  institucionales,
deberán comunicar dichas designaciones al  Presidente del  Senado con quince
días de anticipación, a lo menos, a la fecha en que debe investírselos.

Su artículo 6º señala que el cuadrienio con que se inicia
la instalación del Congreso constituirá un período legislativo.

Su inciso segundo agrega que el período de sesiones
comprendido entre el 21 de mayo y el 18 de septiembre de cada año constituirá la
legislatura  ordinaria,  y  el  derivado  de  la  convocatoria  del  Congreso  por  el
Presidente de la República  o de su autoconvocatoria, la legislatura extraordinaria.

Su  artículo  9º  señala  que  los  organismos  de  la
Administración del Estado deberán proporcionar los informes y antecedentes que
les sean solicitados por las Cámaras o sus organismos internos autorizados, con
excepción de aquellos que por expresa disposición de la ley tengan el carácter de
secretos o reservados.

Su  inciso  segundo  agrega  que  los  informes  y
antecedentes solicitados que revistan el carácter de secretos o reservados por su
naturaleza  o  por  disposición  especial  que  no  tenga  fuerza  de  ley,  serán
proporcionados por el respectivo servicio u organismo por medio del Ministerio de
que dependa o se vincule con el Gobierno, manteniéndose los documentos en
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reserva, pero si tales informes o antecedentes fueren secretos por comprometer la
seguridad nacional, afectar la actividad económica o financiera del país, o por otro
motivo  justificado,  el  Ministro  lo  proporcionará  a  la  Cámara  o  comisión  que
corresponda, en la sesión secreta que para tales efectos se celebre.

Su  inciso  tercero  añade  que  todo  lo  anterior  es  sin
perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del número 1) del artículo 48 de la
Constitución  (solicitud de antecedentes en ejercicio de la facultad fiscalizadora
que corresponde a los Diputados)

Su  artículo  20  se  refiere  a  las  comisiones  mixtas  y
señala  que  se  integrarán  por  igual  número  de  miembros  de  cada  Cámara,
conforme a sus normas reglamentarias, las que señalarán las mismas atribuciones
y deberes para los senadores y diputados; serán presididas por el Senador que
elija la mayoría  y formarán quórum con la mayoría de los miembros de cada
corporación que las integren.

Su  artículo  26  dispone  que  el  Presidente  de  la
República podrá hacer presente la urgencia para el despacho de un proyecto de
ley,  en  uno  o  en  todos  sus  trámites,  en  el  mensaje  u  oficio  que  dirigirá  al
presidente de la Cámara donde se encuentre el proyecto o al del Senado cuando
el  proyecto  se  encuentre  en  comisión  mixta.  En  el  mismo  oficio  indicará  la
calificación  que  otorgue  a  la  urgencia,  la  que  podrá  ser  simple,  suma  o  de
discusión inmediata; si nada se especificare, se entenderá que es simple.

Su  inciso  segundo  agrega  que  se  entenderá  hecha
presente la  urgencia y  su calificación respecto de ambas Cámaras,  cuando el
respectivo  proyecto  se  encuentre  en  trámite  de  comisión  mixta,  salvo  que  el
Presidente de la República la circunscriba a una de las Cámaras.

Su artículo 27 señala que si el proyecto es calificado de
simple urgencia, su discusión y votación en la Cámara respectiva deberá quedar
terminado en treinta días; si la calificación fuere de suma urgencia, el plazo será
de diez días , y si fuere de discusión inmediata, de tres días, caso en el cual el
proyecto se discutirá en general y en particular a la vez.

Su inciso segundo agrega que del  oficio  del  Jefe del
Estado  que requiera la urgencia, se dará cuenta en la sesión más próxima de la
Cámara respectiva y desde esa fecha comenzará a correr el plazo de la urgencia.

Su  artículo  28  señala  que  en  el  caso  de  la  simple
urgencia, la comisión mixta dispondrá de diez días para informar el proyecto y de
igual  plazo  dispondrá  cada  Cámara  para  pronunciarse  sobre  el  proyecto  que
despache esa comisión.

Su inciso segundo agrega que en el caso de la suma
urgencia, el plazo será de cuatro días para la comisión mixta y de tres días para
cada Cámara.

Su inciso tercero señala que en el caso de la discusión
inmediata, el  plazo será de un día para la comisión mixta y de uno para cada
Cámara.
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Su artículo 29 señala que el término de una legislatura
ordinaria o la clausura de una extraordinaria, darán lugar a la caducidad de las
urgencias que se encontraren pendientes en cada Cámara, salvo las que se hayan
hecho presentes  en el  Senado para  los  asuntos relacionados con el  Nº  5 del
artículo 49 de la Constitución, es decir, el consentimiento que debe darse para los
actos del Jefe del Estado en los casos en que la Constitución o la ley lo exijan.

Su artículo 30  se refiere a las votaciones, señalando
que las diversas disposiciones de un proyecto que para su aprobación requieran
mayorías  distintas  a  la  de  los  miembros  presentes,  se  aprobarán  en  votación
separada, primero en general y después en particular, con la mayoría especial
requerida  en  cada  caso.  Tanto  la  discusión  como  la  votación  se  efectuarán
siguiendo el orden que las disposiciones tengan en el proyecto.

Su  inciso  segundo  agrega  que  el  rechazo  de  una
disposición que requiera mayoría especial  de aprobación, importará también el
rechazo de las demás que sean consecuencia de aquella.

Su  artículo  31  señala  que  no  podrán  ser  objeto  de
indicaciones y se votarán en conjunto las proposiciones que hagan las comisiones
mixtas.

DISCUSIÓN DEL PROYECTO.

a) Opinión de las personas invitadas a exponer.

1.-  Don  Gabriel  Ascencio  Mansilla,  Presidente  de  la
Cámara de Diputados, señaló que este proyecto había sido concordado con el
Presidente  del  Senado  y  su  finalidad  era  adaptar  las  disposiciones  de  la  ley
orgánica del Congreso, a las recientes reformas constitucionales. Agregó que esta
iniciativa  trataba  una  serie  de  materias  de  gran  relevancia  como  era  el
funcionamiento de las comisiones investigadoras, la situación de las personas que
deben  concurrir  a  ellas,  la  aprobación  del  retiro  de  reservas  de  acuerdos
internacionales  que  hubieren  sido  consideradas  por  el  Congreso  antes  de
formularlas o confirmarlas y un conjunto de otras enmiendas relacionadas con las
urgencias,  el  funcionamiento  de  las  comisiones  mixtas  y  otras  situaciones
específicas.

Refiriéndose al principio de publicidad consagrado por
la Constitución, la que establece que son públicos los actos y resoluciones de los
órganos del Estado así como sus fundamentos y los procedimientos que utilicen,
recalcó que sólo por excepción, y por la vía de una ley de quórum calificado, podía
establecerse el secreto cuando la publicidad afectare el debido cumplimiento de
los órganos de la Administración, los derechos de las personas, la seguridad de la
Nación o el interés nacional. Agregó que su propuesta, tomada de un aporte del
Senador  señor  Romero,  regulaba  las  situaciones  en  que  podría  solicitarse  el
secreto y establecía un mecanismo para declararlo.

Añadió  que  tratándose  de  las  comisiones
investigadoras, muchas de las disposiciones que hoy contempla el Reglamento, se
elevaban  a  rango  de  ley,  adecuando  su  contenido  a  la  nueva  realidad
constitucional y, en materia de comisiones mixtas, se introducían modificaciones
tanto a su funcionamiento como a su presidencia e igualmente a la forma de votar
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sus  propuestas,  permitiendo  la  votación  separada  en  el  caso  de  normas  de
quórum especial.

Tratándose de las urgencias, se pretendía evitar ciertos
vicios  y  darles  una  regulación  más  armónica  y,  finalmente,  en  el  caso de los
tratados internacionales, se establecía un procedimiento para el caso del retiro de
reservas  por  parte  del  Jefe  del  Estado,  cuando  dichas  reservas  habían  sido
consideradas por el Congreso al momento de aprobar el tratado.

2.- Don Sergio Romero Pizarro, Presidente del Senado,
destacó especialmente  el  acuerdo a que había  llegado con el  Diputado señor
Ascencio para lograr una solución armónica sobre el proyecto, haciendo énfasis
en  la  importancia  del  principio  de  transparencia,  por  cuanto  dicho  principio,
incorporado  en  el  artículo  8º  de  la  Carta  Política,  señalaba  que  los  actos  y
resoluciones  de  los  organismos  del  Estado  debían  ser  públicos,  cuestión  que
resultaba  crucial  para  el  Senado  toda  vez  que  debía  aprobar  una  serie  de
nombramientos, no sólo los que se refieren a los que debe proponer el Jefe del
Estado  sino  también,  ahora,  la  propia  Cámara  de  Diputados  para  el  Tribunal
Constitucional. A su juicio, se estaría viviendo un momento muy importante para el
Congreso, siendo la transparencia un signo de los tiempos.

Opinó  que  la  ley  orgánica  del  Congreso  debería
considerarse desde una perspectiva de Estado, dándose ya todos los elementos
para que la opinión pública pueda informarse de la labor del Parlamento. La regla
general sería la publicidad y la excepción el secreto.

Añadió  que  el  espíritu  abierto  y  publicitario  que  le
animaba, no siempre había sido bien interpretado, pero mantenía su opinión en el
sentido de que las votaciones sobre nombramientos deberían ser públicas. Por
otra parte, ¿qué razón podría haber para que la concesión de la nacionalidad por
gracia no fuera pública?.

Reconoció que podían haber materias que justificaran
una apertura no total como sería el caso de la rehabilitación de la ciudadanía, en
situaciones  ocurridas,  por  ejemplo,  tiempo atrás  que  hubieren  afectado  a  una
persona en razón de un hecho que, hoy día, pareciere desdoroso. En tal caso,
siguiendo  la  idea  de  que  la  regla  general  debería  ser  la  publicidad,  podría
establecerse el secreto para la sesión y el debate, pero manteniendo la publicidad
para la votación.

b) Discusión en general

La Comisión estimó necesario y urgente efectuar en la
Ley  Orgánica  Constitucional  del  Congreso  las  necesarias  adaptaciones  a  las
recientes modificaciones introducidas a la Constitución Política, razón por la que
luego de efectuar una revisión general de la iniciativa, procedió a aprobar la idea
de legislar por unanimidad. ( participaron en la votación los Diputados señoras
Guzmán y Soto y señores Araya, Burgos, Bustos, Cardemil, Ibáñez y Uriarte).

c) Discusión en particular.

Tratándose  de  un  proyecto  de  artículo  único,  cuyos
distintos  números  modifican  diversas  disposiciones  de  la  ley  Nº  18.918,  la
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Comisión  convino  pronunciarse  separadamente  sobre  cada  uno  de  ellos,
alcanzando al respecto los siguientes acuerdos. 

Número 1.-

Substituye  el  inciso  primero  del  artículo  2º,  el  que
establece  que  la  tramitación  interna  de  los  proyectos  de  ley  y  de  reforma
constitucional,  la  calificación  de las urgencias  y  las  observaciones o vetos  del
Presidente  de  la  República,  así  como  lo  concerniente  a  las  acusaciones  que
formule la Cámara de Diputados y su conocimiento por el Senado, se sujetarán,
además, a lo dispuesto en la presente ley.

La modificación substituye este inciso por el siguiente:

“La  tramitación  interna  de  los  proyectos  de  ley  y  de
reforma constitucional; la calificación de las urgencias; las observaciones o vetos
del Presidente de la República; lo concerniente a las acusaciones que formule la
Cámara de Diputados y su conocimiento por el Senado, y el funcionamiento y las
atribuciones de las comisiones investigadoras y la forma de proteger los derechos
de  las  personas  citadas  o  mencionadas  en  ellas,  se  sujetarán  además  a  lo
dispuesto en la presente ley.”.

El  Diputado  señor  Ascencio  presentó  una  indicación
para substituir este número por el siguiente:

 “La tramitación interna de los proyectos de ley y de
reforma  constitucional;  la  aprobación  o  rechazo  de  los  tratados
internacionales; la calificación de las urgencias; las observaciones o vetos del
Presidente  de  la  República;  lo  concerniente  a  las  acusaciones  que formule  la
Cámara de Diputados y su conocimiento por el Senado, y el funcionamiento y las
atribuciones de las comisiones investigadoras y la forma de proteger los derechos
de  las  personas  citadas  o  mencionadas  en  ellas,  se  sujetarán  además  a  lo
dispuesto en la presente ley.”.

Se hizo presente que la indicación corregía una omisión
del texto original propuesto, agregando la aprobación o rechazo de los tratados
internacionales, materia que trata el proyecto en el Título VI que agrega su número
15 (pasó a ser 16),materia que necesariamente debería quedar en la ley orgánica,
por  cuanto  el  párrafo  octavo  del  Nº  1)  del  artículo  54  de  la  Constitución,
encomienda a dicha ley todo lo relacionado con el retiro de reservas que hubieren
sido consideradas por el Congreso al momento de aprobar un tratado. Se hizo
hincapié en que los términos empleados por la norma constitucional mencionada,
al hacer referencia a  la ley orgánica constitucional respectiva, no podría referirse
a otra más que a la del Congreso, por cuanto las demás materias dejadas en
dicha norma al dominio de la ley, no planteaban exigencias en materia de quórum,
lo que significaba que debería tratarse de leyes simples.

La representante del Ministerio Secretaría General de la
Presidencia añadió, a su vez, que la referencia que aquí se hacía a la aprobación
o rechazo de los tratados, comprendía también el mandato de consagrar en la ley
orgánica el retiro de reservas consideradas por el Congreso durante la tramitación
de un convenio internacional, quedando las demás materias que la Constitución
encomienda a  la ley  - de quórum simple -, contenidas en un anteproyecto que
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prepara el Ministerio de Relaciones Exteriores en el que figurarán reglas sobre
publicidad y demás exigencias.

El Diputado señor Cardemil, refiriéndose a la exigencia
de  señalar  la  forma  de  proteger  los  derechos  de  las  personas  citadas  a  las
comisiones  investigadora,  dijo  temer  que  ello  podría  traducirse  en  un
debilitamiento de las atribuciones fiscalizadoras de la Cámara, opinión con la que
no concordó la Diputada señora Guzmán quien sostuvo que tal protección era una
obligación  que  pesaba  sobre  dichas  comisiones  en  virtud  de  una  disposición
constitucional.

Finalmente, el Diputado señor Burgos fue partidario de
referirse, en el caso de las comisiones investigadoras, únicamente a la regulación
de su funcionamiento y atribuciones, dejando la mención de la forma de proteger
los derechos de las personas citadas al nuevo capítulo V que se agrega por el Nº
14 del proyecto (pasó a ser 16), en el que se regula en detalle a estas comisiones.

Cerrado  el  debate,  se  acogió  por  unanimidad  la
proposición del Diputado señor Ascencio, con las supresiones planteadas por el
Diputado señor Burgos y otras objeciones de forma del Diputado señor Ibáñez,
quedando el texto de este número como sigue:

1.- Substitúyese el inciso primero del artículo 2º por el
siguiente:

“Quedarán sujetos a las normas de esta ley, además de
a lo dispuesto en el artículo anterior,  la tramitación interna de los proyectos de ley
y  de  reforma  constitucional;  la  aprobación  o  rechazo  de  los  tratados
internacionales;  la  calificación  de las  urgencias;  las  observaciones o vetos  del
Presidente de la República; las acusaciones que formule la Cámara de Diputados
y su conocimiento por el Senado, y el funcionamiento y las atribuciones de las
comisiones investigadoras.”.

Número 2.- ( se refunde con el número 3)

Deroga el inciso final del artículo 5º.

El  artículo  mencionado se  refiere  a  la  instalación  del
Congreso, a la investidura de Diputados y Senadores y a la forma en que ésta
deberá hacerse.

Su inciso cuarto y final, señala que para los efectos de
la  investidura  de  los  Senadores  institucionales,  las  autoridades  a  quienes
corresponde nombrarlos, deberán comunicar sus designaciones al Presidente del
Senado con 15 días de anticipación, a lo menos, a la realización de la investidura.

Se aprobó sin debate, por unanimidad, en los mismos
términos.

Número 3.- (pasó a ser 2).

Agrega  tres  nuevos  incisos  en  el  artículo  5º.  Esta
disposición, como ya se dijo, trata en sus tres primeros incisos de la instalación del
Congreso y de la investidura de los parlamentarios, señalando que:
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                                             “El Congreso Nacional deberá instalarse el día 11 de
marzo siguiente a una elección de senadores y diputados.

Se entenderá instalado el Congreso Nacional luego de
la investidura de la mayoría de los miembros de cada Cámara y de que hayan sido
elegidos los integrantes de las respectivas mesas.

La investidura de los  senadores o  diputados se hará
mediante juramento o promesa, de acuerdo con el procedimiento que establezcan
los  reglamentos  de  las  Cámaras  y  desde  ese  momento  se  considerarán  en
ejercicio.”.

La modificación agrega tres nuevos incisos del siguiente
tenor:

“El Congreso tendrá un período ordinario de sesiones
de marzo a enero.

Una  vez  instalada,  cada  Cámara  dará  inicio  a  sus
actividades, de acuerdo con el calendario ordinario de sesiones que fijen.

La primera sesión de cada período legislativo será la
siguiente a la de instalación.”.

Respecto  de  esta  norma  se  presentaron  dos
indicaciones:

1)  La  del  Diputado  señor  Ascencio  para  trasladar  el
primero de los tres nuevos incisos propuestos, como inciso segundo del artículo
6º, con la siguiente redacción:

“ Cada legislatura comprenderá el período de sesiones
que va de marzo a febrero del año siguiente.”.

2) La del Ejecutivo para suprimir este número.

Respecto de la indicación del Diputado señor Ascencio,
se  explicó  que  se  mantenía  el  término  legislatura  porque  su  significado,  de
acuerdo al Diccionario de la Real Academia, incluye un período de sesiones. Se
reemplazarían  así  los  tradicionales  dos  períodos  ordinario  y  extraordinario.
Asimismo, se quiso establecer una legislatura de un año completo, es decir, de
marzo a febrero del año siguiente, con lo que se adapta la norma a lo que es la
práctica  y,  por  otra  parte,  permite  hacer  coincidir  el  inicio  de  cada  período
parlamentario de cuatro años con el inicio de la legislatura.

El  Diputado  señor  Cardemil  refiriéndose  al  inciso
segundo de la proposición original, es decir, el que establece que las Cámaras
una vez instaladas, iniciarán sus actividades de acuerdo al calendario de sesiones
ordinarias que fijen, estimó que incorporar una disposición como ésta en la ley
podría constituirse en un factor de rigidización del trabajo parlamentario, puesto
que es una materia que hoy día acuerdan los comités y, por lo mismo, es flexible,
de decisión cotidiana y de naturaleza netamente reglamentaria.
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Sobre esta observación, se señaló que, efectivamente,
se trataba de una materia hoy regulada en el reglamento interno, pero que había
sido elevada al rango de ley por la Constitución, en cuyo artículo 55 se señala que
el Congreso se instalará e iniciará sus sesiones en la forma que determine su ley
orgánica constitucional. Lo anterior obligaba a incluir esta disposición en la ley.

Por otra parte, se recordó que al inicio de cada período
legislativo, en la primera sesión siguiente a la de instalación, se fijan los días y
horarios de las sesiones y se designa a los integrantes de las comisiones; por
tanto el inciso en comentario no hacía otra cosa más que incorporar en la ley una
práctica que en la actualidad es llevada a cabo por los comités y que en ningún
caso significa una rigidización del sistema.

La representante del Ministerio Secretaría General de la
Presidencia sostuvo que esta misma materia se trataba en la indicación propuesta
por el Presidente de la República para el artículo 6º, la que es del siguiente tenor:

“Cada  Cámara,  una  vez  instalada  de  conformidad  al
artículo 5º, dará inicio a sus actividades de acuerdo con el calendario de sesiones
ordinarias que fijen.

El  período  ordinario  de  sesiones  del  Congreso  se
extenderá entre el mes de marzo de cada año y el mes de enero del año siguiente.

La primera sesión de cada período legislativo será la
siguiente a la de instalación.”.

El Diputado señor Burgos fue partidario de incorporar al
artículo 5º la proposición del Ejecutivo, substituyendo la mención del mes de enero
por febrero y suprimiendo las expresiones “ordinarias” y “ordinarios” que figuran en
los dos primeros incisos, proposición que la Comisión acogió por unanimidad.

No  obstante,  luego  de  una  segunda  revisión,  la
Comisión, también por unanimidad, acordó modificar la redacción dada al inciso
que figura en segundo lugar de tal modo de evitar el problema que se plantearía al
término de cada período legislativo, en que finalizando éste en el mes de febrero e
instalándose el nuevo Congreso el 11 de marzo, dejaría un lapso de  diez  días
fuera de dicho período, o bien, daría lugar a una nueva legislatura que no duraría
más de diez días.

                                          Sobre la base de lo anterior y en atención a la supresión
acordada en el número 2 del inciso final de este artículo, el texto de este número,
refundido con el anterior, quedó como sigue:

2.- Substitúyese el inciso final del artículo 5º por los tres
siguientes:

“  Cada Cámara,  una vez instalada,  dará inicio  a sus
actividades de acuerdo con el calendario de sesiones que fije.

El período de sesiones del Congreso se extenderá entre
el 11 de marzo de cada año y el 10 de marzo del año siguiente.
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La primera sesión de cada período legislativo será la
siguiente a la de instalación.”.

Número 4.- (pasó a ser 3).

Substituye el  inciso final del  artículo 5º A, disposición
que establece que los diputados y senadores ejercerán sus funciones con pleno
respeto a los principios de probidad y transparencia en los términos que señalan la
Constitución, esta ley orgánica y los reglamentos de ambas Cámaras.

Su inciso segundo define el concepto del principio de
probidad y el inciso tercero o final el de transparencia como el permitir y promover
el  conocimiento  de  los  procedimientos,  contenidos  y  fundamentos  de  las
decisiones que se adopten.

El proyecto substituye el inciso final referido al principio
de transparencia, por el siguiente:

“  El  principio  de  transparencia  consiste  en  permitir  y
promover el conocimiento tanto de los actos y resoluciones que se adopten como
de sus fundamentos y de los procedimientos que se utilicen en ejercicio de la
función legislativa.

Las sesiones de las Cámaras, de sus comisiones, las
actas  de  sus  debates  y  las  votaciones  sólo  podrán  ser  secretas  cuando  su
publicidad  afectare  el  debido  cumplimiento  de  las  funciones  de  sus  órganos
internos, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el  interés
nacional.”.

Sobre esta disposición se presentaron dos indicaciones:

1)  la  del  Ejecutivo para substituir  este número por  el
siguiente:

“ Substitúyese el inciso final del artículo 5º A, por los
siguientes:

“  El  principio  de  transparencia  consiste  en  permitir  y
promover el conocimiento y publicidad de los actos y resoluciones que adopten los
diputados y senadores,  las Cámaras y sus órganos internos, así como de sus
fundamentos y de los procedimientos que utilicen.

Las sesiones de las Cámaras, de sus comisiones, las
actas de sus debates y las votaciones, serán públicas. Sin embargo, cuando la
publicidad de alguna de ellas afectare el debido cumplimiento de las funciones de
dichos órganos,  los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el
interés nacional, el Presidente de la respectiva corporación o comisión, con el voto
favorable de la mayoría de los senadores o diputados en ejercicio, o en su caso,
de  la  mayoría  de  los  senadores  o  diputados  que  integren  la  comisión,  podrá
declarar  el  secreto  respecto  de  determinadas  sesiones,  debates,  actas  o
votaciones, dejando constancia de los fundamentos de tal declaración.”.

2) La del Diputado señor Ascencio para substituir este
número por el siguiente:
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“Substitúyese  el  inciso  final  del  artículo  5º  A,  por  lo
siguiente:

“  El  principio  de  transparencia  consiste  en  permitir  y
promover el conocimiento tanto de los actos y resoluciones que se adopten, así
como  de  sus  fundamentos  y  de  los  procedimientos  que  se  utilicen.  En
consecuencia, las sesiones de las Cámaras o de sus comisiones, los documentos
y antecedentes de las mismas, las actas de sus debates y las votaciones serán
públicas.

No obstante, serán secretas cuando corresponda tratar
alguno  de  los  asuntos  cuya  discusión,  en  esa  calidad,  haya  solicitado  el
Presidente de la República, en conformidad con el número 15º del artículo 32 de la
Constitución Política de la República.

Igualmente,  las  sesiones  de  las  Cámaras  o  de  sus
comisiones,  los  documentos  y  antecedentes  de  las  mismas,  las  actas  de  sus
debates y las votaciones sólo podrán ser secretas cuando su publicidad afectare:

i)  el  debido  cumplimiento  de  las  funciones  de  sus
órganos  internos,  en  particular  tratándose  de  sesiones,  antecedentes  o
documentos y votaciones de las Comisiones de Régimen Interior y de Ética del
Senado o de Régimen Interno, Administración y Reglamento y de Conducta de la
Cámara de Diputados.

ii) los derechos de las personas, como aquellos que se
refieren a la vida privada de una persona individualizada o identificable, intereses
comerciales o económicos u de otro tipo que afecten a personas determinadas, o

iii) la seguridad de la Nación o el interés nacional, como
las relativas a la defensa nacional o a la seguridad pública.

En  los  casos  del  inciso  anterior,  la  calificación  de
secreta deberá ser fundada y se declarará por el Presidente de la Cámara o de la
comisión, según corresponda, con el acuerdo de los dos tercios de los miembros
presentes.

También  se  podrá  mantener  la  reserva  de  los
requirentes de peticiones de informes o antecedentes específicos que se realicen
conforme al procedimiento que establece el  artículo 9º de esta ley, pero en tal
caso  la  reserva  sólo  se  mantendrá  hasta  que  se  reciban  los  informes  o
antecedentes pedidos.”.

La Comisión se planteó ante la alternativa de decidir por
una  de  las  dos  indicaciones,  manifestando  la  Diputada  señora  Guzmán  su
preferencia por la indicación del Diputado señor Ascencio por considerarla más
completa  y,  sobre  todo,  por  establecer  en  detalle  las  causales  que  permitirán
declarar el secreto, ya que siendo éste la excepción, lo más conveniente es su
más clara delimitación.

El Diputado señor Burgos se inclinó por la redacción del
Ejecutivo, toda vez que ésta incluía la publicidad, elemento que si se habla de
transparencia, resultaba ser de la esencia misma del concepto.
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La Diputada señora Soto manifestó preocupación por el
término  “promover”  porque  ello  podría  entenderse  como  la  obligación  del
Congreso de tener medios publicitarios.

Se hizo presente que, en la práctica, no había casi nada
que  fuera  secreto  en  el  accionar  del  Congreso  debido  a  elementos
computacionales tales como la página “web” de la institución. Esta proposición no
hacía  otra  cosa  más que  perfeccionar  el  concepto  de transparencia  de  la  ley
vigente.

La Comisión alcanzó un primer acuerdo en el sentido de
acoger el primer inciso del texto propuesto por el Ejecutivo.

En lo que respecta al segundo inciso, la representante
del  Ministerio Secretaría General  de la Presidencia hizo presente que la única
diferencia substantiva con la proposición del Diputado señor Ascencio, residía en
que éste enunciaba las causales que permitían el  secreto y daba ejemplos de
cada una,  respecto  de lo  cual  destacó que en el  proyecto  sobre  acceso a  la
información pública, recientemente despachado en primer trámite por el Senado,
se había acordado no incluir ejemplificaciones de las causales enunciadas en la
Constitución,  toda  vez  que  ello  podía  tener  efectos  limitativos  acerca  de  sus
alcances. Agregó que hacía presente lo anterior, en razón de que se trataba de un
proyecto que reglaba una materia similar.

Se hizo presente que la orientación de la indicación del
Diputado señor Ascencio era distinta de la del Ejecutivo, por cuanto la idea era
que la publicidad fuera la regla general y casi exclusiva y que la excepción fuera
muy restringida. Por ello se han limitado los ejemplos a hechos muy puntuales que
permitirían acordar el secreto como también de las formas de la declaración del
mismo,  toda vez que se  exige  un  quórum de  dos tercios  de  los  Diputados o
Senadores presentes. Podría, quizás, aceptarse una mera enunciación en el caso
de los derechos de las personas, especialmente tratándose de la rehabilitación de
la ciudadanía, en que el secreto se circunscribiría únicamente al debate, en el que
pueden ventilarse situaciones delicadas para una persona, pero no en la votación
ya que el resultado de éstas es conocido. Por ello, lo que buscaría la indicación
del Diputado señor Ascencio sería precisar que las causales que permiten declarar
el secreto deben ser las menos posibles.

La representante del Ministerio Secretaría General de la
Presidencia insistió en su predicamento señalando que era evidente que el texto
propuesto por el Ejecutivo consagraba como regla general la publicidad y que si el
propósito de la indicación del Diputado era acotar la aplicación de las causales, en
realidad, no lo hacía porque todos los casos que mencionaba eran meramente
enunciativos puesto que en ellos solamente se señalaban situaciones por la vía
ejemplar. Por ello, volviendo a su argumentación, recordó que aun cuando estas
definiciones fueran a título  ejemplar,  afectaban a otras  legislaciones que rigen
también en materia de acceso a la información, en las que no se hacía mención a
casos  específicos,  por  ello  que,  al  compararse  normas  que  contienen
especificaciones  con  otras  que  son  de  aplicación  mucho  más  general,  suele
acudirse  a  las  primeras  para  fijar  su  ámbito  de  aplicación.  A  esa  situación
obedecería la comparación que hizo con el proyecto sobre acceso a la información
pública.
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El Diputado señor Burgos se inclinó por la redacción del
inciso segundo del Ejecutivo por cuanto, dada la reciente reforma constitucional
contenida en el artículo 8º de la Carta Política, se veían obligados a desarrollar la
idea de la transparencia, y aunque se presentaba como algo complicado dado el
problema de legislar bajo presión, creía que una forma que utilizaba enunciaciones
de carácter general, sin entrar en detalles, si bien podía dar lugar a problemas de
determinación de sus alcances, era preferible a una que incluía especificaciones,
toda vez que esto último podía ser interpretado como limitativo del citado principio
de transparencia y provocar un fuerte rechazo de la opinión pública. Citó como
ejemplo en la causal de los derechos de las personas, la vida privada de una de
ellas.

Ante una consulta acerca del quórum aplicable para la
declaración de secreto, señaló que la norma que requería quórum calificado para
su aprobación era la que se estaba tratando, pero no la declaración misma.

El Diputado señor Cardemil fue partidario de exigir para
la declaración del secreto, el mismo quórum requerido para aprobar la ley o el
nombramiento de que se tratare, opinión con la que coincidió la Diputada señora
Soto aplicando el principio de que lo accesorio sigue la suerte de lo principal.

La Diputada señora Guzmán fue partidaria de exigir un
quórum  más  alto  que  la  simple  mayoría,  toda  vez  que  lo  que  se  busca  es
resguardar el principio de la transparencia y publicidad.

Finalmente la Comisión se inclinó por exigir un quórum
de  dos  tercios  de  los  parlamentarios  presentes,  tanto  en  la  Sala  como  en
comisión, procediendo, en seguida, a reordenar la redacción de esta norma, la que
quedó como sigue:

3.-Substitúyese el inciso final del artículo 5º A, por los
siguientes:

                      “El principio de transparencia consiste en permitir y
promover el conocimiento y publicidad de los actos y resoluciones que adopten los
diputados y senadores,  las Cámaras y sus órganos internos, así como de sus
fundamentos y de los procedimientos que utilicen.

Las sesiones de las Cámaras o de sus comisiones, los
documentos  y  antecedentes  de  las  mismas,  las  actas  de  sus  debates  y  las
votaciones serán públicas. Sin embargo, cuando la publicidad de alguna de ellas
afectare el debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos
de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional, el Presidente de
la respectiva corporación o comisión, con el voto favorable de los dos tercios de
los senadores o diputados presentes o, en su caso, de los senadores o diputados
presentes,  integrantes  de  la  comisión,  podrá  declarar  el  secreto,  dejando
constancia de los fundamentos de tal declaración.

En  todo  caso,  dichas  sesiones,  documentos,
antecedentes,  actas  y  votaciones serán siempre secretos  cuando corresponda
tratar alguno de los asuntos cuya discusión,  en esa calidad, haya solicitado el
Presidente de la República, en conformidad con el número 15º del artículo 32 de la
Constitución Política de la República.”.
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Número 5.- ( pasó a ser 4) 

Este número suprime el inciso segundo del artículo 6º,
disposición  que  señala  que  el  cuadrienio  que  se  inicia  con  la  instalación  del
Congreso, constituirá un período legislativo

Su inciso segundo agrega que el período de sesiones
comprendido entre el 21 de mayo y el 18 de septiembre de cada año, constituirá la
legislatura  ordinaria,  y  el  derivado  de  la  convocatoria  del  Congreso  por  el
Presidente de la República o de su autoconvocatoria, la legislatura extraordinaria.

Respecto  de  este  número  se  presentaron  dos
indicaciones:

1) La del Diputado señor Ascencio para reemplazar el
inciso segundo por el siguiente:

“ Cada legislatura comprenderá el período de sesiones
que va de marzo a febrero del año siguiente.”.

2) La del Ejecutivo para reemplazar este número por el
siguiente:

“Substitúyese el  inciso segundo del  artículo  6º  por  el
siguiente:

“  Cada Cámara,  una vez instalada de conformidad al
artículo 5º, dará inicio a sus actividades de acuerdo  con el calendario de sesiones
ordinarias que fijen.

El  período  ordinario  de  sesiones  del  Congreso  se
extenderá entre el mes de marzo de cada año y el mes de enero del año siguiente.

La primera sesión de cada período legislativo será la
siguiente a la de instalación.”.

Como ya se dijo al tratar el número 3 del proyecto (pasó
a  ser  2  en  el  texto  final),  la  indicación  del  Diputado  señor  Ascencio  resultó
rechazada como consecuencia de haberse acogido la del Ejecutivo, la que, con
adecuaciones formales, pasó a substituir el inciso final del artículo 5º.

Respecto  de  la  proposición  misma  que  trata  este
número, no siendo otra cosa que la consecuencia de la supresión de la división de
la  legislatura  en  ordinaria  y  extraordinaria,  se  la  aprobó  sin  debate,  por
unanimidad.

Número 6.- (pasó a ser 5).

Modifica el artículo 9º, disposición que señala que los
organismos de la Administración del Estado deberán proporcionar los informes y
antecedentes  específicos  que  les  sean  solicitados  por  las  Cámaras  o  por  los
organismos internos autorizados por sus respectivos reglamentos, con excepción
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de aquellos que por expresa disposición de la ley tengan el  carácter de secretos o
reservados.

Su  inciso  segundo  agrega  que  los  informes  y
antecedentes solicitados que revistan el carácter de secretos o reservados por su
naturaleza  o  por  disposición  especial  que  no  tenga  fuerza  de  ley,  serán
proporcionados por el servicio, organismo o entidad por medio del Ministro del que
dependa  o  mediante  el  cual  se  encuentre  vinculado  con  el  gobierno,
manteniéndose  los  respectivos  documentos  en  reserva.  Si  tales  informes  y
antecedentes fueren secretos, por comprometer la seguridad nacional, afectar la
actividad económica o financiera del país, o por otro motivo justificado, el ministro
sólo los proporcionará a la comisión respectiva o a la Cámara que corresponda, en
su caso, en la sesión secreta que para estos efectos se celebre.

Su  inciso  tercero  añade  que  todo  lo  anterior  es  sin
perjuicio de lo previsto en el inciso segundo del número 1) del artículo 48 de la
Constitución.

La modificación consiste:

                                           1) en substituir en el inciso primero la expresión “ la ley”
por “ ley de quórum calificado”, y

2) substituir el inciso segundo por el siguiente:

“ Los informes y antecedentes solicitados que revistan
carácter secreto o reservado de acuerdo con la ley, por comprometer el debido
cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de las personas, la
seguridad  de  la  Nación  o  el  interés  nacional,  serán  proporcionados,  por  el
respectivo servicio, organismo o entidad por medio del ministro de que dependa o
mediante el  cual se encuentre vinculado con el gobierno, a la comisión o a la
Cámara que corresponda, en su caso, en la sesión secreta que para estos efectos
se celebre.”.

Este número fue objeto de dos indicaciones:

1) la del Diputado señor Ascencio para:

                                        a) substituir en el inciso primero la expresión “la ley” por
“una ley de quórum calificado”.

b) substituir el inciso segundo por el siguiente:

                                            “Los informes y antecedentes solicitados que revistan
carácter secreto o reservado de acuerdo con la ley, conforme a lo prescrito en el
artículo 8º de la Constitución Política de la República, serán proporcionados, por el
respectivo servicio, organismo o entidad por medio del ministro de que dependa o
mediante el  cual se encuentre vinculado con el gobierno, a la comisión o a la
Cámara que corresponda, en su caso, en la sesión secreta que para estos efectos
se celebre.”.

c) reemplazar en el  inciso tercero la expresión “inciso
segundo del  número 1)  del  artículo  48”  por  “inciso  segundo de la  letra  a)  del
número 1 del artículo 52”.
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2) la del Ejecutivo para:

a) agregar al nuevo inciso segundo, a continuación del
punto final, que pasa a ser seguido, la siguiente oración:

“  Los  documentos,  informes  y  antecedentes
proporcionados de conformidad a este inciso serán mantenidos en reserva.”.

b)  para  reemplazar  en  el  inciso  final  la  mención  al
artículo 48 de la Constitución por otra al artículo 52.

La Comisión se inclinó por la proposición del Diputado
señor  Ascencio  por  cuanto  ésta,  al  hacer  referencia  al  artículo  8°  de  la
Constitución, generalizaba los alcances de la norma, haciéndolos comprensivos
de los diferentes órganos del Estado.

De  acuerdo  a  lo  anterior,  el  texto  de  este  número,
aprobado por unanimidad,  quedó como sigue:

“  5.-  Introdúcense las siguientes modificaciones en el
artículo 9°:

                                             a) Substitúyese en el inciso primero la expresión  “la
ley” por lo siguiente: “ una ley de quórum calificado”.

                                             b) Substitúyese el inciso segundo por el siguiente:

                                             “ Los informes y antecedentes solicitados que revistan
carácter secreto o reservado de acuerdo con la ley, conforme a lo prescrito en el
artículo 8° de la Constitución Política de la República, serán proporcionados por el
respectivo servicio, organismo o entidad, por medio del Ministro de que dependa o
mediante el cual se encuentre vinculado con el Gobierno, a la comisión o a la
Cámara  que  corresponda,   en  su  caso,  en  la  sesión  secreta  que  para  estos
efectos se celebre.”.

Número nuevo ( pasó a ser 6).

Este  nuevo  número,  resultante  del  debate  habido
acerca  del  nuevo  artículo  54  del  Título  V,  sobre  las  comisiones  especiales
investigadoras,  agregado por  el  número 14 del  proyecto  (  pasó a  ser  18),  se
originó en la necesidad de hacer aplicables las sanciones que establece el artículo
10 para los jefes superiores de los distintos organismos de la Administración del
Estado, por su no comparecencia o no entrega de los antecedentes solicitados por
una comisión de las Cámaras, a los representantes legales de las empresas del
Estado o en que éste tenga participación mayoritaria.

El texto aprobado fue el siguiente:

6.- Agrégase el siguiente inciso en el artículo 10:

                       “  Igual  sanción  será  aplicable  a  los  representantes
legales de las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación
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mayoritaria, que no concurran ellos o el personal de su dependencia a la citación
de una comisión especial investigadora o no proporcionen los antecedentes que
se les solicitaren.”.

Número nuevo ( pasó a ser 7).

Modifica el  inciso primero  del  artículo  15,  norma que
dispone  que  no  se  admitirá  a  tramitación  proyecto  alguno  que  proponga
conjuntamente normas de ley y de reforma constitucional, o que no cumpla con los
requisitos establecidos en el artículo anterior.

La  modificación,  producto  de  una  indicación  del
Diputado señor Ascencio, reemplaza en este inciso la frase “ el artículo anterior”
por la siguiente: “ los artículos anteriores”.

La  indicación  que  no  pretende  otra  cosa  más  que
corregir un error por cuanto los artículos 13 y 12 – y no sólo el 14 – contienen
requisitos para la presentación de proyectos de ley, se aprobó sin debate, por
unanimidad.

Número nuevo.- ( pasó a ser 8).

Modifica  el  artículo  16,  norma  que  se  refiere  al
conocimiento que debe darse a la Corte Suprema respecto de los proyectos que
afecten la organización y atribuciones de los tribunales.

                                            La modificación, originada en una indicación del
Diputado señor Ascencio, actualiza la referencia al artículo  74 de la Constitución
por otra al artículo 77.

Se aprobó sin debate, por unanimidad.

Número nuevo.- ( pasó a ser 9).

Modifica el artículo 19, el que se refiere a la tramitación
que debe darse al proyecto de Ley de Presupuestos, el que deberá ser informado
exclusivamente  por  una  comisión  especial  integrada  por  igual  número  de
Diputados y de Senadores. Esta comisión debe quedar constituida  “ antes del
término de la legislatura ordinaria”.

La  modificación,  originada  en  una  indicación  del
Diputado señor Ascencio, substituye la frase destacada por la siguiente:

“dentro del mes de septiembre de cada año”.

La indicación, consecuencia del término de la división
entre legislatura ordinaria y extraordinaria, se aprobó sin debate, por unanimidad.

Número 7.- ( pasó a ser 10).

Substituye el  artículo  20,  norma que dispone que las
comisiones mixtas se integrarán por igual número de miembros de cada una de
las Cámaras, en conformidad a las normas reglamentarias que éstas acuerden,
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las que señalaran las mismas atribuciones y deberes para senadores y diputados;
serán presididas por el senador que elija la mayoría de la comisión y formarán
quórum para sesionar con la mayoría de los miembros de cada corporación que
las integren.

La modificación substituye este artículo por el siguiente:

“ Las comisiones mixtas a que se refieren los artículos
67 y 68  de la Constitución Política se integrarán por igual número de miembros de
cada  Cámara,  conforme  a  lo  que  establezcan  las  normas  reglamentarias  que
ambas acuerden, las que señalaran las mismas atribuciones y deberes para los
senadores y diputados.

Estas  comisiones  serán  presididas  por  el  senador  o
diputado que elija la mayoría de cada una y se reunirán alternativamente,  por
asunto, en las salas de comisiones del Senado o de la Cámara de Diputados, y
podrán entrar en sesión con la mayoría de los miembros de cada corporación que
las conformen.”.

La  Comisión,  salvo  correcciones  de  forma  y  sin  otra
modificación que la actualización de las referencias a las normas constitucionales
citadas en el  primer  inciso,  que deben ser  los  artículos  70 y  71,  aprobó esta
disposición, sin debate, por unanimidad.

Número 8.- (pasó a ser 11).

Modifica el artículo 26, disposición que establece que el
Presidente de la República podrá hacer presente la urgencia para el despacho de
un proyecto de ley, en uno o en todos sus trámites, en el correspondiente mensaje
o mediante oficio dirigido al  Presidente de la Cámara en que se  encuentre el
proyecto, o al del Senado si el proyecto estuviere en trámite de comisión mixta. En
el mismo documento deberá expresar la calificación que otorgue a la urgencia, la
cual podrá ser simple, suma o de discusión inmediata; si no se especificare la
calificación, se entenderá que es simple.

Su  inciso  segundo  agrega  que  se  entenderá  hecha
presente la urgencia y su calificación respecto de las dos Cámaras, cuando el
proyecto  respectivo  se  encuentre  en  trámite  de  comisión  mixta,  salvo  que  el
Presidente de la República expresamente la circunscriba a una de las Cámaras.

Su inciso tercero añade que las disposiciones de este
artículo y de los artículos 27, 28 y 29 no se aplicarán a la tramitación del proyecto
de Ley de Presupuestos, el que deberá ser despachado en los plazos establecidos
por la Constitución Política, con la preferencia que determinen los reglamentos de
las Cámaras.

El proyecto introduce las siguientes modificaciones en
este artículo:

a) Sustituye el inciso primero por los siguientes:

                                           “Artículo 26. El Presidente de la República, de
conformidad con el artículo 71 de la Constitución Política, podrá hacer presente la
urgencia para el despacho de un proyecto de ley, en uno o en todos sus trámites
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y,  en tal caso, la Cámara respectiva deberá pronunciarse dentro del plazo máximo
de treinta días. 

                                            La calificación deberá hacerla en el correspondiente
mensaje  o  mediante  oficio  que  dirigirá  al  Presidente  de  la  Cámara  donde  se
encuentre el proyecto, y podrá ser simple, suma o de discusión inmediata, lo que
se expresará en el mismo documento. Si así no lo hiciere, se considerará que la
urgencia es simple.

                                            No obstante, cualquiera de las Cámaras podrá acordar
que el  plazo de la  urgencia  de  un proyecto quede suspendido mientras en la
Comisión  que  deba  informarlos  estén  pendientes  dos  o  más  proyectos  con
urgencia.”

                                           b) Intercala, como nuevo inciso quinto, el siguiente:

                                           “Del mensaje u oficio del Presidente de la República
que requiera la urgencia se dará cuenta en la sesión más próxima que celebre la
Cámara respectiva, y su plazo comenzará a regir desde esa fecha. Con todo, los
oficios de retiro de urgencia regirán en el acto mismo en que sean recibidos por la
Cámara correspondiente.”

Respecto de esta proposición, el Ejecutivo presentó una
indicación para substituir este número por el siguiente:

“Substitúyese el  inciso primero del artículo 26 por los
siguientes, pasando los actuales incisos segundo y tercero, a ser cuarto y quinto
respectivamente:

“Artículo  26.  El  Presidente  de  la  República,  de
conformidad con el artículo 74 de la Constitución Política, podrá hacer presente la
urgencia para el despacho de un proyecto de ley, en uno o en todos sus trámites
y, en tal caso, la Cámara respectiva deberá pronunciarse dentro del plazo máximo
de treinta días. 

                                            La calificación deberá hacerla en el correspondiente
mensaje  o  mediante  oficio  que  dirigirá  al  Presidente  de  la  Cámara  donde  se
encuentre el proyecto, y podrá ser simple, suma o de discusión inmediata, lo que
se expresará en el mismo documento. Si así no lo hiciere, se considerará que la
urgencia es simple.

                                            En caso que el proyecto para el cual se hace presente
una urgencia esté radicado en una comisión que tuviere pendientes uno o más
proyectos  con  urgencias  y  siempre  que  los  plazos  de  éstas  no  estuvieren
vencidos, la Cámara respectiva, a petición de dicha comisión, podrá solicitar al
Presidente de la República que otorgue prioridad a alguno de dichos proyectos y
retire las restantes urgencias hasta la expiración del término correspondiente a la
urgencia que se mantenga.”.

Ante  la  observación  de  que  la  indicación  solamente
difería  del  texto  original  en  el  inciso  tercero,  el  que,  por  lo  demás,  parecía
innecesario  dado  que  se  refería  a  una  práctica  habitual  en  el  quehacer
parlamentario, que se  realizaba sin necesidad de ley alguna, la representante del
Ministerio Secretaría General de Gobierno, reconociendo lo anterior, señaló que el
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único propósito de esta indicación era reemplazar el texto propuesto para el inciso
tercero, el que excedía el marco constitucional establecido en el artículo 74 de la
Carta Política, por cuanto el plazo que allí se establece cede en beneficio del Jefe
del Estado, no pudiendo suspenderse por decisión de una de las Cámaras. No
obstante, si se quería dar a esta práctica una consagración legal, parecía acertada
la proposición del Ejecutivo.

Los Diputados señora Guzmán y señor Burgos fueron
partidarios, en principio, de acoger la indicación, por cuanto si bien no establecía
obligación alguna para el  Presidente de la República, permitía hacer pública la
situación de trabajo de la Comisión que la obligaba a pedir el retiro de la urgencia
o su cambio, como también evitar posibles problemas de constitucionalidad.

No  obstante,  luego  de  una  segunda  revisión,  la
Comisión,  por  unanimidad,  estimó que la  proposición  dejaba la  solución  de la
situación sujeta exclusivamente a la voluntad del Ejecutivo, lo que bien podía no
producir efecto alguno. Por ello, considerando que la única limitante que establece
el artículo 74 de la Constitución en materia de urgencias, es la obligación de que la
Cámara  respectiva  se  pronuncie  dentro  del  plazo  de  treinta  días,  estimó  más
apropiado  y  efectivo  mantener  el  texto  que  propone  el  proyecto  como  inciso
tercero, agregándole que tal suspensión no podrá exceder el plazo de los treinta
días señalado. 

Por último, en lo que se refiere al nuevo inciso quinto
propuesto  por  el  proyecto,  la  Comisión  estimó  más  apropiado  incluir  esa
disposición como inciso segundo del artículo 27, con la modificación que respecto
de  esa  misma norma propone,  por  la  vía  de  la  indicación,  el  Diputado  señor
Ascencio.

Cerrado  el  debate,  la  Comisión,  por  unanimidad,
aprobó  el  texto  del  proyecto,  agregando,  al  final  del  inciso  tercero,  en  punto
seguido, la siguiente oración:

“ En todo caso, la suspensión de la urgencia no podrá
significar una extensión del plazo más allá del establecido en el citado artículo 74
de la Constitución Política.”.

Número 9.- ( pasó a ser 12 y 13).

Deroga los artículos 27 y 28.

a) El  artículo  27 señala que cuando un proyecto sea
calificado de simple urgencia,  su discusión y votación en la Cámara requerida
deberán quedar terminadas en el plazo de treinta días; si la calificación fuere de
suma urgencia, el plazo será de diez días, y si se solicitare discusión inmediata,
será de tres días, caso en el cual el proyecto se discutirá en general y en particular
a la vez.

Su  inciso  segundo  agrega  que  se  dará  cuenta  del
mensaje u oficio del Presidente de la República que requiera la urgencia, en la
sesión  más  próxima  que  celebre  la  Cámara  respectiva,  y  desde  esa  fecha
comenzará a correr el plazo de la urgencia.
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b) El artículo 28 establece que en el caso de la simple
urgencia,  la  comisión  mixta  dispondrá  de  diez  días  para  informar  sobre  el
proyecto.  De  igual  plazo  dispondrá  cada  Cámara  para  pronunciarse  sobre  el
proyecto que despache la Comisión

Su inciso segundo agrega que en el caso de la suma
urgencia, el plazo será de cuatro días para la comisión mixta y de tres días para
cada Cámara.

Su inciso tercero señala que en el caso de la discusión
inmediata, el  plazo será de un día para la comisión mixta y de uno para cada
Cámara.

Respecto  de  este  número  9,  se  presentaron  las
siguientes indicaciones:

1) Del Ejecutivo para suprimirlo.

2)  Del  Diputado  señor  Ascencio  para  introducir  las
siguientes modificaciones en el artículo 27:

Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo
27:

                                           a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:

                                           “Artículo 27. Cuando un proyecto sea calificado de
simple urgencia, su discusión y votación en la Cámara requerida deberán quedar
terminadas en el plazo de treinta días; si la calificación fuere de suma urgencia,
ese plazo será de veinte días, y si se solicitare discusión inmediata, será de diez 
días.”

                                            b) Agrégase en el inciso segundo, en punto seguido, la
siguiente oración final: “Con todo, los oficios de retiro de urgencia regirán en el
acto mismo en que sean recibidos en la Secretaría de la Cámara respectiva.”.

                                            c) Incorpóranse los siguientes incisos finales:

                                            “El cambio de calificación en una misma legislatura y
en una misma Cámara de una urgencia simple a suma o a discusión inmediata,
así como el de suma a discusión inmediata, ya sea que la urgencia esté vigente o
se haya vencido, caducado o retirado, requerirá de previo acuerdo de la Cámara
respectiva.

                                             Con todo, las Cámaras podrán acordar que el plazo
de la urgencia de un proyecto quede suspendido mientras estén pendientes, en la
Comisión que deba informarlos, dos o más proyectos con urgencia.”.
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La  Diputada  señora  Guzmán  hizo  presente  que  la
indicación ampliaba en su letra a) los plazos de las urgencias con calificación de
suma y de discusión inmediata, circunstancia con la que concordaba puesto que
muchas veces plazos tan breves impedían un estudio acabado de los proyectos,
opinión que fue apoyada por la Diputada señora Soto quien señaló que en muchas
ocasiones la calificación de la urgencia se constituía en un elemento excesivo de
presión por parte del Ejecutivo.

La representante del Ministerio Secretaría General de la
 Presidencia, recordó que el uso de las urgencias era el elemento con que contaba
el Poder Ejecutivo para agilizar o dar preferencia para el despacho de proyectos
que consideraba de mayor importancia. En todo caso, estimó que ampliar el plazo
de la discusión de tres a diez días en el  caso de los proyectos calificados de
discusión  inmediata,  parecía  exagerado  por  cuanto  se  recurría  a  este  tipo  de
calificación respecto de materias que exigían mucha premura.

Los Diputados señores Burgos y Ceroni estimaron que,
en general, el trabajo legislativo se había efectuado bien con los actuales plazos,
razón que los llevó a abogar por su mantención.

Finalmente, la Comisión acordó mantener el texto del 
artículo 27, pero acogiendo en parte la indicación del Diputado señor Ascencio, 
convino en ampliar el plazo de la urgencia calificada de suma de 10 días a 15 
días, y en el caso de la discusión inmediata, de 3 a 6 días.

Asimismo, acordó acoger la letra b) de la indicación y
rechazar la letra c), toda vez que, respecto de esta última, su inciso primero, que
se refiere a la necesidad del acuerdo de la Cámara respectiva para el cambio de
una urgencia, parecía no sólo un factor que podía entrabar el trámite legislativo
sino  que  también  un  tanto  fuera  de  lugar  tratándose  de  urgencias  vencidas,
caducadas o retiradas. En cuanto al inciso segundo de esta misma letra, se estuvo
a lo  ya  resuelto  al  tratar  el  nuevo  inciso  tercero  que el  proyecto  agregaba al
artículo 26.

En  consecuencia,  este  artículo,  aprobado  por
unanimidad, quedó como sigue:

                     “12.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el
artículo 27:

                                           a)Reemplázase el inciso primero por el siguiente:

“ Cuando un proyecto sea calificado de simple urgencia,
su discusión y votación en la Cámara requerida deberán quedar terminadas en el
plazo de treinta días; si la calificación fuere de suma urgencia, ese plazo será de
quince días, y si se solicitare discusión inmediata, será de seis días.

                                            b) Agrégase en el inciso segundo, substituyendo el
punto final por un punto seguido, la siguiente oración:

“ Con todo, los oficios de retiro de urgencia regirán en el
acto mismo en que sean recibidos en la Secretaría de la Cámara respectiva.”.
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                      3) Del mismo Diputado señor Ascencio para introducir
las siguientes modificaciones en el artículo 28:

                     a)  Reemplázase  en  el  inciso  segundo  las  palabras
“cuatro días” por “siete días”

                                            b) Reemplázase en el inciso tercero las palabras “un
día” por “tres días”.

La  Comisión  acogió  en  principio  la  indicación,  pero
luego  de  debatir  acerca  de  la  conveniencia  de  mantener  la  proporción  actual
existente  entre  los  plazos  que  señalan  los  artículos  27  y  28,  acordó,  por
unanimidad,  la siguiente redacción para las modificaciones a este último, las que
quedaron bajo el número 13 del artículo único:

“13.- Modifícase el artículo 28 en el siguiente sentido:

a)  Reemplázanse  en  el  inciso  segundo  los  términos
“cuatro días”  y “tres días” por “cinco días”.

b) Substitúyense en el  inciso tercero los términos “un
día” y “uno” por los siguientes: “dos días” y “dos”, respectivamente.

Número 10.- (se suprime)

Agrega como artículo 27, nuevo, el siguiente:

“ Cuando el Presidente de la República haga presente
la urgencia para el despacho de un proyecto de ley, la discusión y votación de éste
en  la  Cámara  requerida  deberán  quedar  terminadas  dentro  de  los  plazos
establecidos en su reglamento, los que en todo caso no podrán exceder el término
señalado en el artículo 71 de la Constitución Política de la República.”.

 Respecto de este número, el  Ejecutivo presentó una
indicación para substituirlo por el siguiente:

“  Agrégase  al  inciso  segundo  del  artículo  27,  a
continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración:

 “ Con todo, los oficios de retiro de urgencia regirán en
el acto mismo en que sean recibidos por la Cámara correspondiente.”.

Respecto de esta norma, que entrega al reglamento los
plazos de los distintos tipos de urgencia,  la  Comisión,  por  unanimidad,  acordó
rechazarla  por  cuanto  mantuvo,  con  modificaciones,  el  actual  artículo  27  que
señala en la  ley dichos plazos,  como, asimismo, por  igual  quórum, rechazó la
indicación del Ejecutivo la que ya había sido incorporada al inciso segundo del
artículo 27, como consecuencia de una indicación del Diputado señor Ascencio.

Número 11.- ( pasó a ser 14).

Substituye el artículo 29, disposición que establece que
el  término  de  una  legislatura  ordinaria  o  la  clausura  de  una  legislatura
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extraordinaria darán lugar a la caducidad de las urgencias que se encontraren
pendientes en cada Cámara, salvo las que se hayan hecho presente en el Senado
para los asuntos a que se refiere el número 5) del artículo 49 de la Constitución
Política.

El texto propuesto en reemplazo de esta norma señala:

“  El  término del  respectivo  período de sesiones dará
lugar a la caducidad de las urgencias que se encontraren pendientes en cada
Cámara, salvo las que se hayan hecho presente en el Senado para los asuntos a
que se refiere el número 5) del artículo 49 de la Constitución Política.”.

El  Diputado  señor  Ascencio  presentó  una  indicación
para substituir este número por el siguiente:

“ Al término de la legislatura caducarán las urgencias
que se encontraren pendientes en cada Cámara, salvo las que se hayan hecho
presente en el Senado para los asuntos a que se refiere el número 5) del artículo
53 de la Constitución Política.” ( prestar o negar su consentimiento para los actos
del  Presidente  de  la  República  en  los  casos  que  la  Constitución  o  la  ley  lo
requieran).

La proposición, que no es más que una adaptación a la
circunstancia de existir  solamente una legislatura y no las antiguas ordinaria  y
extraordinaria,  dio  lugar  a  un  corto  debate  acerca  de  cual  término,  es  decir,
legislatura o período de sesiones, sería el más apropiado, por cuanto al haberse
suprimido  las  llamadas  legislatura  ordinaria  y  extraordinaria,  podía  el  término
“legislatura” confundirse con el cuadrienio o período legislativo. 

Finalmente,  la  Comisión,  por  unanimidad,  acordó
acoger  el  texto  propuesto  por  el  proyecto,  actualizando  la  cita  de  la  norma
constitucional.

Número 12.- ( pasó a ser 15).

Substituye el inciso primero del artículo 30, norma que
señala  que  las  diversas  disposiciones  de  un  mismo  proyecto  que  para  su
aprobación  necesitan  mayorías  distintas  a  la  de  los  miembros  presentes,  se
aprobaran en votación separada, primero en general y después en particular, con
la mayoría especial requerida en cada caso. Tanto la discusión como la votación
se efectuarán siguiendo el orden que las disposiciones tengan en el proyecto.

El proyecto propone substituir el inciso primero de este
artículo por los siguientes:

“Artículo 30. Los proyectos serán aprobados en general,
en  un  solo  acto,  con  los  votos  favorables  de  la  mayoría  de  los  diputados  o
senadores presentes.

                                         Las disposiciones de un mismo proyecto que requieran
mayorías distintas a la de los miembros presentes serán aprobadas, en particular
en votación separada, y con la mayoría especial requerida en cada caso.”
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El Ejecutivo presentó una indicación para substituir  el
inciso segundo propuesto por el proyecto para este artículo, por el siguiente:

“Para su aprobación en particular, deberán votarse por
separado las disposiciones del proyecto que requieran mayorías distintas a la de
los  miembros  presentes  para  su  aprobación,  las  que  serán  aprobadas  con  la
mayoría  especial  que  corresponda  en  cada  caso.  Tanto  la  discusión  como  la
votación  se  efectuarán  siguiendo  el  orden  que  las  disposiciones tengan en  el
proyecto.”.

Respecto de este artículo, la Comisión debatió acerca
de la constitucionalidad de que la votación en general no debiera distinguir acerca
de los quórum especiales de votación, bastando para aprobar la idea de legislar el
asentimiento de la mayoría de los parlamentarios presentes. 

Al  respecto,  se  señaló  que  resultaba  un  tanto
contradictorio  que  en  una  votación  en  general  sobre  un  proyecto  en  el  que
figuraran  normas  de  quórum  especial,  la  o  las  ideas  que  dichas  normas
contuvieran,  se  aprobaran  en  votación  simple  y,  en  cambio,  al  votárselas  en
particular,  debieran  respetarse  los  quórum  especiales  propios  de  cada  una,
cuestión  que  resultaba  particularmente  relevante  en  los  proyectos  de  artículo
único.

Finalmente,  primó  la  opinión,  aceptada  por  la
unanimidad de la Comisión, en el sentido de que el artículo 66 de la Constitución
Política, al establecer la exigencia de quórum especiales de aprobación, empleaba
el término normas, es decir, se remitía a cada disposición en  particular y no a la
idea  general  comprendida  en  ellas.  Se  argumentó,  asimismo,  que   el  mismo
Tribunal Constitucional había fallado que la idea de legislar de un proyecto no sólo
podía desprenderse de su articulado sino también de los fundamentos contenidos
en el mensaje o moción, luego, parecía evidente que la votación en general no
estaba establecida en consideración a cada norma en particular sino al conjunto.

De acuerdo a lo anterior, la Comisión, por unanimidad,
se inclinó por acoger, en los mismos términos, el inciso primero propuesto por el
proyecto,  pero  en lo  que  respecta  al  inciso  segundo,  prefirió  la  indicación  del
Ejecutivo,  la  que  si  bien  señala  lo  mismo  que  el  proyecto  original  con  otra
redacción,  reproducía  la  oración  final  del  texto  vigente,  en  cuanto  a  que  la
discusión  y  la  votación  deberían  efectuarse  siguiendo  el  orden  que  las
disposiciones tuvieran en el proyecto.

El texto de este artículo quedó como sigue:

15.- Substitúyese el inciso primero del artículo 30 por
los dos siguientes:

“ Los proyectos serán aprobados en general, en un solo
acto,  con  los  votos  favorables  de  la  mayoría  de  los  diputados  o  senadores
presentes.

Para su aprobación en particular, deberán votarse por
separado las disposiciones del proyecto que requieran mayorías distintas a la de
los  miembros  presentes  para  su  aprobación,  las  que  serán  aprobadas  con  la
mayoría  especial  que  corresponda  en  cada  caso.  Tanto  la  discusión  como  la
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votación  se  efectuarán  siguiendo  el  orden  que  las  disposiciones tengan en  el
proyecto.”.

Número 13.- ( pasó a ser 16).

Substituye el artículo 31, el que dispone que no podrán
ser objeto de indicaciones, y se votarán en conjunto, la proposiciones que hagan
las comisiones mixtas.

El  proyecto  propone  substituir  este  artículo  por  el
siguiente

“Artículo  31.  Las  proposiciones  que  hagan  las
comisiones mixtas no podrán ser objeto de indicaciones y se votarán en un solo
acto.  Se  entenderán  aprobadas  las  normas  legales  que  obtengan  los  quórum
correspondientes, según su naturaleza.”

Respecto  de  esta  norma  se  presentaron  dos
indicaciones:

1) La del Diputado señor Ascencio para substituirlo por
el siguiente:

“Artículo  31.  Las  proposiciones  que  formulen  las
comisiones mixtas no podrán ser objeto de indicaciones y se votarán en conjunto,
salvo  que  la  propia  comisión  proponga  una  forma  diferente  de  votación  o  la
propuesta  contenga  normas  legales  que  requieran  quórum  diferentes  de
aprobación, las que se deberán votar separadamente. 

                                            En el rechazo de los informes de las comisiones mixtas
será aplicable lo dispuesto en el inciso final del artículo anterior.”.

                                            2) La del Ejecutivo para reemplazar la proposición por
la siguiente:

                     “Artículo  31.  Las  proposiciones  que  hagan  las
comisiones mixtas no podrán ser objeto de indicaciones, se votarán en un solo
acto y serán aprobadas de acuerdo a lo previsto en los artículos 70 y 71 de la
Constitución.”.

Respecto de esta norma surgió un debate acerca de si
las proposiciones que hagan las comisiones mixtas deberían votarse como un
todo, caso en el cual la aprobación debería alcanzarse con el quórum más alto
que correspondiera según la naturaleza de las disposiciones en análisis, o bien, si
podría dividirse la votación, tratando separadamente las normas de quórum.

Si bien en un principio, la Comisión optó por mantener
el texto vigente, rechazando tanto la proposición como la indicación del Ejecutivo,
un segundo análisis la llevó a estimar que no se justificaba que disposiciones que
no  requerían  un  quórum especial  de  aprobación,  resultaran  rechazadas  como
efecto de la votación única que englobaba en una sola decisión normas para las
que ley exige quórum diferentes de aprobación.  Por ello, con la sola oposición del
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Diputado señor Cardemil, quien estuvo por mantener la actual disposición, aprobó
el siguiente texto para este número:

16.- Substitúyese el artículo 31 por el siguiente:

“ Las proposiciones que hagan las comisiones mixtas
no  podrán  ser  objeto  de  indicaciones  y  se  aprobarán  con  la  votación  que
corresponda según la naturaleza de las normas legales propuestas.”.

Número nuevo.- ( pasó a ser 17).

El  Diputado  señor  Ascencio  presentó  una  indicación
para  substituir  en  los  artículos  37,  inciso  primero;  39,  inciso  tercero,  y  47  la
referencia que se hace al artículo 48 de la Constitución por otra al artículo 52.

Las disposiciones mencionadas, ubicadas en el  Título
IV  de  la  ley  Nº  18.918,  que  trata  de  la  tramitación  de  las  acusaciones
constitucionales, se refieren 1) a la exigencia de que la  acusación constitucional
conste y sea presentada por escrito y a que se la tendrá por presentada desde
que se de cuenta de ella en la Cámara de Diputados; 2) a la necesidad de que la
acusación  se  notifique  personalmente  o  por  cédula  dentro  de  tercero  día  de
presentada y al plazo de diez días que tiene el acusado para hacer su defensa,
personalmente o por escrito, y 3) a la fijación por parte del Senado del día en que
comenzará a conocer de la acusación presentada por la Cámara.

No siendo la indicación más que una actualización de
las referencias legales al nuevo texto constitucional, se aprobó, sin debate, en los
mismos términos, por unanimidad.

Número 14.- ( pasó a ser 18)

Intercala,  a  continuación  del  artículo  52,  un  Título  V,
nuevo, para tratar “ De las comisiones especiales investigadoras”.

El  Ejecutivo presentó una indicación para substituir  el
encabezamiento de este número, por el siguiente:

“14.-  Intercálase,  a  continuación  del  artículo  52,  el
siguiente Título V, nuevo, compuesto por los nuevos artículos 53 a 58, y corríjase
según corresponda la numeración de los restantes artículos vigentes de la ley.”.

La Comisión, por razones de forma, optó por refundir
este número con el siguiente con la redacción que se indica, pasando a ser 16:

18.-  Intercálanse,  a  continuación  del  artículo  52,  los
siguientes Títulos V y VI, nuevos, pasando los actuales artículos 53, 54, 55 y 56
del Título Final, a ser 65, 66, 67 y 68, respectivamente, sin modificaciones.

En el análisis de cada uno de estos nuevos Títulos, la
Comisión llegó a los siguientes acuerdos:
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Título V.-

De las comisiones especiales investigadoras

Artículo 53.-

La  primera  disposición  de  este  nuevo  Título,
corresponde al artículo 53, el que establece lo siguiente:

“Artículo  53.  La Cámara de Diputados podrá crear,  a
petición de a lo  menos dos quintos de sus miembros en ejercicio,  comisiones
especiales  investigadoras  con  el  objeto  de  reunir  informaciones  relativas  a
determinados actos del Gobierno.

                                           Estas comisiones tendrán la competencia que les fijen
los acuerdos de la Cámara que decidan su constitución y ni aun por la unanimidad
de sus integrantes podrán extender su cometido al conocimiento de materias no
comprendidas en ellos.

                                           Las comisiones especiales de investigación estarán
integradas  por  el  número  de  miembros  que  determine  el  Reglamento  de  la
Cámara de Diputados.

                                           La competencia de estas comisiones se extinguirá al
término  del  plazo  que  les  haya  fijado  la  Cámara  para  el  cumplimiento  de  su
cometido,  el  que  podrá  ser  ampliado  o  renovado  con  el  voto  favorable  de  la
mayoría de los diputados presentes, siempre que la comisión haya solicitado la
ampliación o renovación antes de su vencimiento.

                                           La última sesión que una comisión especial
investigadora celebre dentro del plazo se entenderá prorrogada, hasta por quince
días,  para  que  aquélla  acuerde  las   conclusiones  y  proposiciones  sobre  la
investigación que habrá de incluir en su informe a la Sala.

                                           En todo caso, el término del respectivo período
legislativo importará la disolución de las comisiones especiales investigadoras“.

El Ejecutivo presentó dos indicaciones a este artículo:

1) por la primera propuso substituir  el  inciso segundo
por el siguiente:

““El acuerdo de la Cámara que decida la constitución de
una  comisión  especial  investigadora,  determinará  el  o  los  actos  del  gobierno
específicos en los que recaerá su cometido. Ni  aun por la unanimidad de sus
integrantes, estas comisiones podrán extender sus funciones al conocimiento de
materias no comprendidas en ellos.”.

                                            2) por la segunda propuso reemplazar los incisos
cuarto y quinto por el siguiente:

                                          “La competencia de estas comisiones se extinguirá al
expirar  el  plazo  que  les  haya  fijado  la  Cámara  para  el  cumplimiento  de  su
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cometido. Con todo, dicho plazo podrá ser ampliado por la Cámara, con el voto
favorable de la mayoría de los diputados presentes, siempre que la comisión haya
solicitado la ampliación antes de su vencimiento.”.

El  Diputado señor  Cardemil  objetó  la  proposición  del
Ejecutivo en cuanto a la exigencia de que los acuerdos de la Cámara deberían
contener  los  actos  específicos  del  Gobierno  en  que  debería  recaer  la
investigación, estimando que ello excedía el texto constitucional que no exigía tal
especificidad. A su parecer, ello impediría la posibilidad de que la comisión pudiera
conocer  de  la  materia  con la  profundidad y  extensión  necesarias  y,  aún más,
podría  traducirse  en  una  situación  de   completa  inacción  puesto  que  sería
imposible analizar materias derivadas de las que constituyeran su competencia.

La Diputada señora Guzmán reforzó tal argumentación,
haciendo presente el carácter más genérico de la terminología constitucional, toda
vez que emplea los términos “ determinados actos del Gobierno”, expresiones que
entregan cierta flexibilidad que permiten la investigación de materias derivadas de
la principal. Asimismo, recordó que una de las ideas inspiradoras de las reformas
constitucionales se orientaba a entregar  mayores facultades fiscalizadoras a la
Cámara,  lo  que  no guardaba relación  con  la  exigencia  de  especificidad  de la
indicación.

El Diputado señor Burgos sostuvo que la determinación
de las materias a investigar era un elemento de la esencia de la creación de una
comisión investigadora, por lo que parecía fundamental que esa determinación se
hiciera  al  inicio  del  trabajo  de  la  misma,  opinión  con  la  que  concordó  la
representante del Ejecutivo, quien señaló que el citado adjetivo no era un factor de
restricción  de  las  facultades  de  las  comisiones  sino  sólo  la  fijación  de  la
oportunidad  procesal  en  que  debería  precisarse  la  materia  a  investigar,
oportunidad que no podía ser otra que la del inicio de la investigación.

          El  Diputado señor  Bustos manifestó que lo  correcto,
según él lo entendía, era suprimir la palabra “específicos”, pero señalar, en todo
caso,  que  la  investigación  debería  recaer  “en  o  los  actos  determinados  del
Gobierno.”,  como  también  que  estos  actos  deberían  ser  establecidos  en  el
momento de la creación de la comisión.

      Se hizo  presente,  además,  que el  inciso  primero  del
artículo propuesto por el proyecto empezaba señalando que “La Cámara  podrá
crear,  a  petición  de  a  lo  menos  dos  quintos   de  sus  miembros  en  ejercicio,
comisiones especiales investigadoras…”,  redacción que implicaba una decisión
posterior  de  la  Sala,  cuestión  que  no  guardaba  relación  con  la  norma
constitucional contenida en la letra c) del artículo 52, la que emplea los términos
“Crear comisiones especiales investigadoras a petición de…”, es decir, se trataría
de términos imperativos y no facultativos, lo que haría innecesaria una decisión
posterior. Por ello, lo lógico sería emplear el término “creará”.

        A este respecto, se señaló, igualmente, que la Cámara
había aprobado, al tratar las reformas constitucionales, el texto propuesto por el
Senado  para  la  letra  c)  del  artículo  52,  sin  otra  modificación  que  los  quórum
aplicables,  dándose  por  entendido  que  tales  quórum  eran  exigibles  para  la
votación en la Sala, no siendo suficiente la simple petición. Al efecto, se indicó que
el primer informe de la Comisión del Senado señalaba que los objetivos de las
modificaciones en análisis buscaban fortalecer las atribuciones fiscalizadoras de la
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Cámara; precisar que la función fiscalizadora correspondía a la Corporación y no a
sus miembros individualmente considerados; consagrar en el texto constitucional
la existencia de las comisiones investigadoras, y fijar en un tercio de los Diputados
en ejercicio ( se aprobó finalmente dos quintos) el quórum necesario para adoptar
el acuerdo de constituir una comisión investigadora. De todo lo anterior, surgiría
que siempre se pensó que debería ser el acuerdo de la Cámara el que requeriría
dicho  quórum  y  no  estaría  referido  al  número  de  Diputados  necesarios  para
presentar la petición de formar una comisión investigadora.

        El  Diputado  señor  Burgos  señaló  que  lo  anterior
significaba que el quórum de los dos quintos se requería en la votación en la Sala,
de tal manera que si llegaba una petición formulada por los dos quintos o más, no
habría, sin embargo, comisión investigadora si dicha petición no reunía los dos
quintos de los Diputados presentes en la Sala.

         Por último, sobre este mismo punto, la Comisión acordó
dejar constancia que el procedimiento para la formación de estas comisiones no
sería el de los proyectos de acuerdo sino que el de las peticiones de las que se
debe dar cuenta en Sala para analizarlos al término de la Orden del Día.

         En lo que se refiere a la letra b) de la indicación del
Ejecutivo, la Comisión se pronunció por acoger el inciso propuesto por tener una
mejor  redacción,  pero rechazó la  supresión de los dos inciso finales  del  texto
original por estimar necesaria la prórroga que plantea el primero por razones de
orden práctico y de toda lógica el último.

       Conforme a lo anterior, el texto de este artículo, aprobado
por unanimidad, quedó como sigue:

        “Artículo 53.- La Cámara de Diputados creará, a petición
de a lo menos dos quintos de sus miembros en ejercicio, comisiones especiales
investigadoras  con  el  objeto  de  reunir  informaciones  relativas  a  determinados
actos del Gobierno.

                    Estas comisiones ni aún por la unanimidad de sus
integrantes  podrán  extender  su  cometido  al  conocimiento  de  materias  no
comprendidas al momento de su creación.

                     Las comisiones especiales de investigación estarán
integradas  por  el  número  de  miembros  que  determine  el  Reglamento  de  la
Cámara de Diputados.

                     La competencia de estas comisiones se extinguirá al
expirar  el  plazo  que  les  haya  fijado  la  Cámara  para  el  cumplimiento  de  su
cometido. Con todo, dicho plazo podrá ser ampliado por la Cámara, con el voto
favorable de la mayoría de los diputados presentes, siempre que la comisión haya
solicitado la ampliación antes de su vencimiento.

                      La última sesión que una comisión especial
investigadora celebre dentro del plazo, se entenderá prorrogada hasta por quince
días  para  que  aquella  acuerde  las  conclusiones  y  proposiciones  sobre  la
investigación que habrá de incluir en su informe a la Sala.
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                       En todo caso, el término del respectivo período
legislativo importará la disolución de las comisiones especiales investigadoras.

Artículo 54.-

Este nuevo artículo establece lo siguiente:

                                           “Artículo 54. Las comisiones especiales investigadoras
podrán citar a sus sesiones a los Ministros de Estado, a los funcionarios de la
Administración del Estado, al personal de las empresas del Estado o de aquellas
en  que  éste  tenga  participación  mayoritaria,  quienes  estarán  obligados  a
comparecer y a suministrar  los antecedentes y las informaciones que aquéllas
estimen indispensables para el cumplimiento de su cometido.

                                           Sin embargo, los Ministros de Estado no podrán ser
citados más de tres veces a una misma comisión investigadora, sin previo acuerdo
de la mayoría de sus miembros.

                                           Las citaciones y las solicitudes de antecedentes, serán
acordadas  a  petición  de  un  tercio  de  los  miembros  de  la  comisión  especial
investigadora.

                                          Las citaciones o peticiones de antecedentes podrán ser
extendidas  al  funcionario  directamente   o  por  intermedio  del  jefe  superior  del
respectivo servicio. En el primer caso, se enviará copia de la citación o solicitud a
este último para el solo efecto de su conocimiento.

                                         Tratándose de las empresas del Estado o de aquellas en
que éste tenga participación mayoritaria, la citación se dirigirá a quienes ostenten
su  representación  legal,  los  cuales  podrán  comparecer  acompañados  de  las
personas que designe el órgano de administración correspondiente.”.

El Ejecutivo presentó una indicación para substituir este
artículo por el siguiente:

“Artículo 54. Para el cumplimiento de sus cometidos, las
comisiones especiales investigadoras podrán despachar citaciones y solicitudes
de antecedentes, a petición de un tercio de sus miembros.

                                           Las citaciones podrán dirigirse a los Ministros de
Estado, a los funcionarios de la Administración del Estado y al personal de las
empresas del Estado o de aquellas en que éste tenga participación mayoritaria, y
deberán despacharse con una anticipación mínima de cinco días a la fecha fijada
para la sesión respectiva. Tratándose de funcionarios o trabajadores, la citación
podrá dirigírseles directamente o por intermedio del respectivo jefe superior del
servicio  o  representante  legal  de  la  empresa,  a  los  que en todo caso,  se  les
enviará  copia  informativa  para  que  éstos  dispongan  lo  necesario  para  la
continuidad del  servicio  o función y para el  traslado oportuno de las personas
citadas.

                                          Los Ministros de Estado no podrán ser citados más de
tres veces a una misma comisión investigadora, sin previo acuerdo de la mayoría
de sus miembros.
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                                          Las autoridades, funcionarios y personas citadas
conforme a lo anterior, estarán obligadas a comparecer a la sesión fijada por la
comisión, salvo que les afecte un impedimento justificado y así lo comuniquen
documentadamente a la comisión, caso en que ésta podrá despachar una nueva
citación para una sesión posterior. 

                                          Asimismo, al comparecer, deberán suministrar los
antecedentes y las informaciones que les solicite la comisión y que se refieran al
cometido de ésta, en la medida que estén en posesión o tengan conocimiento de
ellas y que no se trate de asuntos que conforme a la ley de quórum calificado,
tengan el  carácter  de secretos.  En este último caso,  dichos antecedentes sólo
podrán proporcionarse en sesión secreta, por el Ministro de cuya cartera dependa
o se relacione el organismo al que pertenezca el funcionario requerido, o por la
persona  que  ostente  la  representación  legal  de  la  empresa  en  que  labora  la
persona requerida. 

                                          Las solicitudes de antecedentes serán dirigidas al
Ministro o al jefe superior del servicio a cuyo sector o ámbito de competencias
correspondan  las  informaciones  solicitadas.  Tratándose  de  las  empresas  del
Estado o de aquellas en que éste tenga participación mayoritaria, la solicitud se
dirigirá a quienes ostenten su representación legal. Si se tratare de antecedentes
que de conformidad a la ley de quórum calificado, tuvieren el carácter de secretos,
sólo  podrán  proporcionarse  en  sesión  secreta  por  el  respectivo  Ministro  o
representante legal de la empresa.”.

Ante algunas objeciones relacionadas con el excesivo
detalle  de  la  indicación,  lo  que  le  daría  un  carácter  casi  reglamentario,  la
representante del Ejecutivo señaló que lo que se buscaba era un reordenamiento
de lo propuesto en la norma original, regulando en forma separada las citaciones y
las peticiones de antecedentes las que exigen quórum diferentes y se rigen por
reglas distintas. Asimismo, la indicación se hacía cargo de la situación de quienes
justificadamente no podían asistir a la comisión como también de la forma en que
se deben entregar los antecedentes de carácter secreto.

Los  Diputados  señora  Guzmán  y  señor  Cardemil
discreparon del tenor del inciso quinto de la indicación porque si alguien no está
en antecedentes de lo que se le pide, simplemente lo hará saber, cuestión que el
Diputado señor Bustos estimó obvia y, por tanto, innecesario de consagrarlo como
excepción a la obligación de informar.

El  Diputado señor Uriarte estimó que las expresiones
“impedimento justificado” que emplea el inciso cuarto, constituía una salida para
que  la  persona  citada  simplemente  no  asistiera  a  la  comisión.  Igualmente,
pensaba que no resultaba positivo que pudieran haber materias que no podrían
ser conocidas por la comisión, tal como lo daba a entender la parte final del inciso
quinto, al exigir que se tratara de asuntos que estuvieran en conocimiento de la
persona citada.

Ante  una  consulta  del  Diputado  señor  Burgos,  la
representante  del  Ejecutivo  dijo  entender  que  los  miembros  de  las  Fuerzas
Armadas podrían  ser  citados por  una comisión  investigadora  toda vez que se
trataba de funcionarios públicos, pero dada su organización jerárquica, estimaba
que la citación debería hacérseles por medio del superior jerárquico.
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La  Diputada  señora  Soto  junto  con  señalar  que
resultaba indispensable que la obligación de comparecer se consagrara en la ley,
hizo  presente  que  de  acuerdo  a  la  normativa  constitucional,  los  Ministros  de
Estado sólo podían ser citados más de tres veces a una comisión investigadora,
con el acuerdo de la mayoría absoluta de los miembros de la comisión, cuestión
que el inciso tercero de la proposición no respetaba.

Finalmente,  la  Comisión  acordó  agregar  un  inciso  al
artículo  10°  de  la  ley  orgánica  del  Congreso,  para  establecer  la  sanción  que
correspondería tanto por la no asistencia a la comisión como por la no entrega de
los antecedentes requeridos, a los funcionarios de las empresas del Estado en
que éste tenga participación mayoritaria.

De acuerdo a lo  anterior,  este artículo,  aprobado por
unanimidad, quedó como sigue:

Artículo 54.- Las comisiones especiales investigadoras
podrán citar a sus sesiones a los Ministros de Estado, a los funcionarios de la
Administración del Estado, al personal de las empresas del Estado o de aquéllas
en  que  éste  tenga  participación  mayoritaria,  quienes  estarán  obligado  a
comparecer y  a suministrar los antecedentes y las informaciones que aquéllas
estimen indispensables para el cumplimiento de su cometido.

                       Sin embargo, los Ministros de Estado no podrán ser
citados más de tres veces a una misma comisión investigadora, sin previo acuerdo
de la mayoría absoluta de sus miembros.

                        Las citaciones y las solicitudes de antecedentes,
serán acordadas a petición de un tercio de los miembros de la comisión especial
investigadora.

                        Las citaciones o peticiones de antecedentes podrán
ser extendidas al funcionario directamente o por intermedio del jefe superior del
respectivo servicio. En el primer caso se enviará copia de la citación o solicitud a
este último para el solo efecto de su conocimiento.

                        Tratándose de las empresas del Estado o de aquéllas
en  que  éste  tenga  participación  mayoritaria,  la  citación  se  dirigirá  a  quienes
ostenten su representación legal, los cuales podrán comparecer acompañados de
las personas que designe el órgano de administración correspondiente.

                         En el caso de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas
de Orden y Seguridad Pública, la citación se hará llegar al superior jerárquico de la
respectiva institución, por medio del Ministro de Estado que corresponda.

                         Las autoridades, funcionarios y personas citadas
conforme a lo anterior, estarán obligados a comparecer a la sesión fijada por la
comisión. 

                          Asimismo, al comparecer, dichas personas deberán
suministrar los antecedentes y las informaciones que les solicite la comisión y que
se refieran al cometido de ésta, salvo que se trate de asuntos que conforme a la
ley  de quórum calificado tengan el  carácter  de  secretos.  En este  último caso,
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dichos antecedentes sólo podrán proporcionarse en sesión secreta, por el Ministro
de  cuya  cartera  dependa  o  se  relacione  el  organismo  al  que  pertenezca  el
funcionario requerido, o por la persona que ostente la representación legal de la
empresa en que labora la persona requerida.

               Las solicitudes de antecedentes serán dirigidas al Ministro o
al jefe superior del servicio a cuyo sector o ámbito de competencias correspondan
las  informaciones  solicitadas.  Tratándose  de  las  empresas  del  Estado  o  de
aquéllas  en  que  éste  tenga  participación  mayoritaria,  la  solicitud  se  dirigirá  a
quienes ostenten su representación legal. Si se tratare de antecedentes que de
conformidad a la ley de quórum calificado, tuvieren el  carácter de secretos, sólo
podrán  proporcionarse   en  sesión  secreta  por  el  respectivo  Ministro  o
representante legal de la empresa.

Artículo nuevo.- ( pasó a ser 55).

El Ejecutivo presentó una indicación para intercalar el
siguiente nuevo artículo:

                                           “Artículo 55. Las personas citadas por una comisión
especial  investigadora  que  se  encontraren  en  alguna  de  las  situaciones  de
excepción descritas en los artículos 302, 303 y 305 del Código Procesal Penal, no
estarán  obligadas  a  prestar  declaración.  Sin  embargo,  deberán  concurrir  a  la
citación  y  dejar  constancia  de  los  motivos  que  dan  origen  a  la  facultad  de
abstenerse que invoquen.”. 

La  indicación,  que  se  refiere  a  las  personas  que  de
acuerdo a la ley no están obligadas a declarar por motivos personales  (cónyuge o
conviviente del imputado, ascendientes, descendientes, etc,) pueden abstenerse
de declarar por razones de secreto (confesor, médico, abogado) o por razones de
no  autoincriminación,  se  aprobó  sin  debate,  en  los  mismos  términos,  por
unanimidad.

Artículo 55.- (pasó a ser 56).

Establece lo siguiente:

“Artículo 56.-  Si fuere estrictamente necesario para el
resultado de la investigación, por la mayoría de los miembros presentes se podrá
recabar  el  testimonio  de  particulares  o  requerirles  los  antecedentes  que  se
estimen pertinentes y necesarios para el cumplimiento del cometido de la comisión
especial investigadora.”.

La  Comisión,  sin  mayor  debate,  acordó  aprobar  este
artículo,  suprimiendo  la  expresión  “  presentes”  por  estimar  que  tratándose  de
personas  particulares,  debería  exigirse  un  quórum más  elevado,  sin  perjuicio,
además, que estas personas no tienen obligación legal de concurrir.

Artículo 56.- ( pasó a ser 57).

Establece lo siguiente:
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                                          “Artículo 56. Quienes concurran a las sesiones de las
comisiones especiales investigadoras podrán asistir acompañados de un asesor o
letrado con el fin de que les preste asesoría y les proporcione los antecedentes
escritos  u  orales  que  necesiten  para  responder  a  las  consultas  que  se  les
formulen.

                                          Las personas mencionadas, ofendidas o injustamente
aludidas  en  el  transcurso  de  una  investigación,  tendrán  derecho  a  aclarar  o
rectificar tales alusiones, si así lo estimaren pertinente. 

                                          Al Presidente de la comisión especial investigadora le
corresponderá cuidar por que se respeten los derechos de quienes concurran a
sus sesiones o sean mencionados en ellas. De modo especial, velará porque no
se  les  falte  el  respeto  debido  con  acciones  o  palabras  descomedidas,  o  con
imputaciones  mediante  las  cuales  se  les  atribuyan  intenciones  o  sentimientos
opuestos a sus deberes; y porque se salvaguarden el respeto y protección a la
vida privada y a la honra de la persona y de su familia, el secreto profesional y los
demás derechos constitucionales.

                                         Las personas que tengan la facultad de no declarar por
motivos personales, por razones de secreto o por aplicación del principio de no
autoincriminación,  acorde  con  lo  preceptuado  en  el  Código  Procesal  Penal,
deberán concurrir a las citaciones de las comisiones especiales investigadoras y
dejar constancia de los fundamentos de su negativa.

                                         Con excepción de los funcionarios públicos, los gastos
derivados de la comparecencia o de la entrega de los antecedentes pedidos serán
abonados a quien corresponda, una vez justificados debidamente, con cargo al
presupuesto de la Cámara de Diputados.

                                         La comparecencia de una persona a una comisión
especial  investigadora  constituirá  siempre  justificación  suficiente  cuando  su
presencia fuere requerida simultáneamente para cumplir  obligaciones laborales,
educativas o de otra naturaleza, y no ocasionará consecuencias jurídicas adversas
bajo ninguna circunstancia.”.

El  Ejecutivo  presentó  la  siguiente  indicación   a  este
artículo:

1.-  Suprímese  el  segundo  inciso  propuesto  para  el
nuevo artículo 56, que pasaría a ser artículo 57.

                                2.- Intercálase, a continuación del actual inciso tercero
del artículo 56 propuesto, que pasaría a ser artículo 57, el siguiente nuevo inciso:

                                           “Las personas ofendidas o injustamente aludidas en el
transcurso  de  una  investigación  tendrán  derecho  a  aclarar  o  rectificar  tales
alusiones,  si  así  lo  estimaren  pertinente.  Asimismo,  podrán  solicitar  que  se
supriman de las actas aquellas expresiones injuriosas u ofensivas de que hayan
sido objeto.”.

3.- Suprímese el actual inciso cuarto del nuevo artículo
56 propuesto, que pasaría a ser artículo 57, pasando sus incisos quinto y sexto, a
ser cuarto y quinto respectivamente.
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                                            La representante del Ministerio Secretaría General de
la Presidencia justificó esta indicación, señalando que ella reordenaba los incisos
del artículo, colocando en primer lugar la función que correspondería al Presidente
de la Comisión de cumplir con el mandato constitucional de velar o proteger los
derechos de las personas citadas a la comisión, reproduciendo a continuación y
como inciso tercero,  en términos casi idénticos, el inciso que se propone suprimir,
pero con el agregado de facultar a tales personas para pedir se supriman de las
actas las expresiones injuriosas vertidas en su contra.

La Comisión concordó en principio con la proposición
contenida  en  los  dos  primeros  números  del  Ejecutivo,  pero  teniendo,  luego,
presente que el  inciso tercero de la moción establecía un suficiente resguardo
para las personas citadas a la comisión e imponían al Presidente de la misma la
obligación de velar por sus derechos, como también que las reclamaciones que
formularen las personas afectadas y las rectificaciones que solicitaren, deberían
aceptarse en forma automática, cuestión esta última que expresaba con claridad el
inciso segundo, acordó, por unanimidad, aprobar el  texto original y rechazar la
indicación, por estimar excesiva la posibilidad de que los afectados puedan pedir
la  rectificación  de  las  actas,  las  que  son  instrumentos  públicos,  sin  perjuicio,
además,  de que cualquier  exceso facultaría  al  Presidente de la  comisión para
reprimirlo.

En lo que se refiere a los incisos cuarto y quinto de la
moción,  convino,  también  por  unanimidad,  suprimir  el  primero  por  tratar  una
materia ya prevista en el  nuevo artículo 55, como también el  segundo por las
posibles  implicancias  constitucionales  que podría  tener  como consecuencia  de
referirse a un nuevo gasto.

El  inciso sexto se aprobó, sin debate, en los mismos
términos, por unanimidad.

El texto de este artículo quedó como sigue:

“Artículo 57.- Quienes concurran a las sesiones de las
comisiones especiales investigadoras podrán asistir acompañadas de un asesor o
letrado con el fin de que les preste asesoría  y les proporcione los antecedentes
escritos  u  orales  que  necesiten  para  responder  a  las  consultas  que  se  les
formulen.

                      Al Presidente de la comisión especial investigadora le
corresponderá cuidar porque se respeten los derechos de quienes concurran a
sus sesiones o sean mencionados en ellas. De modo especial, velará porque no
se  les  falte  el  respeto  debido  con  acciones  o  palabras  descomedidas,  o  con
imputaciones  mediante  las  cuales  se  les  atribuyan  intenciones  o  sentimientos
opuestos a sus deberes; y porque se salvaguarden el respeto y protección a la
vida privada y a la honra de la persona y de su familia, el secreto profesional y los
demás derechos constitucionales.

                     Las personas ofendidas o injustamente aludidas en el
transcurso  de  una  investigación  tendrán  derecho  a  aclarar  o  rectificar  tales
alusiones, si así lo estimaren pertinente.

                      La comparecencia de una persona a una comisión
especial  investigadora,  constituirá  siempre  justificación  suficiente  cuando  su
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presencia fuere requerida simultáneamente para cumplir  obligaciones laborales,
educativas o de otra naturaleza, y no ocasionará consecuencias jurídicas adversas
bajo ninguna circunstancia.”.

Artículo 57.- ( pasó a ser 58).

Esta norma dispone lo siguiente:

“Artículo  57.  El  informe de las  comisiones especiales
investigadoras deberá consignar las menciones que indica el reglamento interno
de la Cámara de Diputados.

                                            Una copia del informe aprobado por la Cámara deberá
remitirse al Presidente de la República.”

Se  aprobó  sin  debate,  en  los  mismos  términos,  por
unanimidad.

Número  15.-  (  se  refundió  con  el  número  14,
pasando a ser 18).

Título VI.-

De los tratados internacionales

El Ejecutivo presentó una indicación para suprimir este
número en razón de encontrarse en preparación un proyecto de ley sobre los
tratados, lo que haría innecesarias estas disposiciones.

La Comisión, en atención a lo ya debatido al tratar el
contenido del Nº 1 del artículo único de este proyecto, especialmente lo que dice
relación con lo dispuesto en el párrafo octavo del número 1) del artículo 54 de la
Constitución,  el  que  remite  a  la  ley  orgánica  constitucional  respectiva  la
reglamentación  del  acuerdo  que  el  Congreso  debe  dar  al  Presidente  de  la
República  para  el  retiro  de  una reserva  formulada  a  un  tratado que el  Poder
Legislativo  tuvo  en  consideración  al  momento  de  aprobarlo,  consideró  que  tal
materia necesariamente debería quedar reglada en la Ley Orgánica Constitucional
del Congreso puesto que no era posible entender que el mandato constitucional se
refiriera a un cuerpo legal distinto. En atención a lo anterior, procedió a rechazar la
indicación, aprobando la inclusión del número por unanimidad.

Las  disposiciones  que  se  proponen  en  este  número,
dieron lugar al siguiente debate:

Artículo 58 (pasó a ser 59).

Esta norma dispone lo siguiente:

Artículo 58. La aprobación de un tratado requerirá de
los quórum que corresponda, en conformidad con lo dispuesto en los artículos 50
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y 63 de la Constitución Política de la República, y se someterá, en lo pertinente, a
los trámites de una ley.

                                           El Congreso sólo podrá aprobarlos o desecharlos, y no
serán admisibles las indicaciones que formulen los parlamentarios que modifiquen,
en la forma o el fondo, las normas del tratado sometido a su consideración.

                                          No obstante lo anterior, podrán presentar indicaciones
que  modifiquen  el  texto  del  artículo  del  proyecto  de  acuerdo  aprobatorio  del
tratado  internacional  propuesto  por  el  Presidente  de  la  República  con  el  sólo
objeto de precisar el  título del  tratado, su fecha y lugar de celebración, según
conste en el texto autenticado por el Ministerio de Relaciones Exteriores sometido
a la consideración del Congreso.

Los Diputados señores Bayo, Burgos, Escalona, Mora,
Riveros y Villouta presentaron una indicación para:

1º  intercalar  un  inciso  segundo,  nuevo,  del  siguiente
tenor:

“Para  los  efectos  del  inciso  anterior,  las  Cámaras se
pronunciarán sobre la aprobación o rechazo del tratado, en votación única y con el
quórum más elevado que corresponda a  las materias reguladas por sus normas,
dejando constancia de cuales son las normas que han requerido quórum calificado
u orgánico constitucional.”.

                                           b) refundir los actuales incisos segundo y tercero en un
inciso tercero, cuyo texto es el siguiente:

                                           “Durante la discusión de los tratados internacionales no
serán  admisibles  las  indicaciones  que  formulen  los  Parlamentarios  para
modificarlos, en su forma o fondo; sin embargo, serán admisibles las que tengan
por  objeto  modificar  el  texto  de  la  parte  dispositiva  del  proyecto  de  acuerdo
propuesto por el Presidente de la República con el sólo objeto de precisar el título
o composición formal del tratado, su fecha y lugar de celebración, según conste en
el  texto  autenticado  por  el  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  sometido  a  la
consideración del Congreso Nacional.”.

El representante del Ministerio de Relaciones Exteriores
sostuvo que la letra a ) de la indicación era concordante con el carácter indivisible
que debe tener la votación de todo tratado internacional, es decir, el Congreso
debe pronunciarse en bloque sobre la aprobación o rechazo del mismo y no puede
dividir su votación. Estimó más adecuada esta redacción en atención a que realza
la circunstancia de que debe tratarse de una votación única, de tal manera que si
entre  las  disposiciones  del  convenio  existe  alguna  que  exija  un  quórum  de
votación más elevado, el proyecto de acuerdo, en su conjunto, debe ser aprobado
con ese quórum. Recordó que el Tribunal Constitucional había fallado que en el
caso de que una o más disposiciones del tratado fueren desestimadas, debería
entendérselo rechazado en su totalidad.

En  lo  que  se  refiere  a  la  letra  b)  de  la  indicación,
consideró  que  se  trataba,  más  que  de  una  verdadera  indicación,  sólo  una
corrección   de  carácter  formal,  que le  parecía  más adecuado redactar  en  los
siguientes términos:
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“Durante  la  discusión  de  los  tratados  internacionales
sólo  podrá  corregirse  el  texto  de  la  parte  dispositiva  del  proyecto  de  acuerdo
propuesto por el Presidente de la República con el sólo objeto de precisar el título
o composición formal del tratado, su fecha y lugar de celebración, según conste en
el  texto  autenticado  por  el  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  sometido  a  la
consideración del Congreso Nacional.”.

Ante la  observación del  Diputado señor Burgos en el
sentido  de  que  tal  inciso  no  sería  necesario  puesto  que  la  facultad  se  tiene,
recordó la situación producida con la aprobación del proyecto de acuerdo de la
Convención Interamericana para prevenir toda forma de violencia contra la Mujer,
en que por un error en la fecha en que se declaraba adoptada la Convención,
hubo que volver a aprobarla en ambas Cámaras. Esas situaciones son las que se
querría salvar con esta norma, opinión con la que coincidió la Diputada señora
Guzmán quien estimó que la norma se justificaba.

Cerrado finalmente el  debate, la Comisión aprobó por
unanimidad, el siguiente texto para este artículo:

“Artículo 59. La aprobación de un tratado requerirá de
los quórum que corresponda, en conformidad con lo dispuesto en los artículos 54
y 66 de la Constitución Política de la República, y se someterá, en lo pertinente, a
los trámites de una ley.

Para  los  efectos  del  inciso  anterior,  las  Cámaras  se
pronunciarán sobre la aprobación o rechazo del tratado, en votación única y con el
quórum más elevado que corresponda a  las materias reguladas por sus normas,
dejando  constancia  de  cuales  son  las  que  han  requerido  quórum calificado  u
orgánico constitucional.

Durante la discusión de los tratados internacionales sólo
podrá corregirse el texto de la parte dispositiva del proyecto de acuerdo propuesto
por  el  Presidente  de  la  República  con  el  único  objeto  de  precisar  el  título  o
composición formal del tratado, su fecha y lugar de celebración, según conste en
el  texto  autenticado  por  el  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  sometido  a  la
consideración del Congreso Nacional.”.

Artículo 59.- (pasó a ser 60).

Esta norma establece que si el tratado contiene alguna
disposición que incida en la organización y atribución de los tribunales, deberá
oírse previamente a la Corte Suprema, en conformidad con lo dispuesto en el
inciso segundo del artículo 74 de la Constitución.

Se precisó que la norma no hacía otra cosa más que
establecer la obligatoriedad en la ley de la consulta a la Corte Suprema a fin de
evitar posibles problemas con el Tribunal Constitucional.

No  se  produjo  debate,  aprobándoselo  sin  otra
corrección  que  la  referencia  a  la  norma  actualizada  de  la  Constitución,  por
unanimidad.

Artículo nuevo.- ( pasó a ser 61).
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Los Diputados señores Bayo, Burgos, Escalona, Mora,
Riveros y Villouta presentaron una indicación para agregar el siguiente artículo:

“Artículo 59.- El Presidente de la República informará en
su  mensaje  sobre  el  contenido  y  alcance  del  tratado  y  de  las  reservas  o
declaraciones interpretativas que pretenda confirmar o formular; lo mismo que de
la aceptación u oposición a las reservas o declaraciones interpretativas formuladas
por terceros Estados. El Congreso Nacional declarará en la parte dispositiva del
proyecto  de  acuerdo  correspondiente  cuales  han  sido  las   reservas  o
declaraciones  interpretativas  que  ha  tenido  en  consideración  al  momento  de
aprobar  el  tratado,  ya  sean  las  que  el  Presidente  de  la  República  tenga  el
propósito  de  confirmar  o  formular,  o  de  las  que  el  Congreso  Nacional  decida
sugerirle, en conformidad con lo dispuesto por el inciso tercero del artículo 54 de la
Constitución Política.”.

Respecto  de  esta  proposición,  el  representante  del
Ministerio de Relaciones Exteriores estimó que iba más allá de lo que establece la
Constitución,  toda  vez  que  ésta  sólo  trata  de  la  obligación  del  Ejecutivo  de
informar  acerca  de  los  alcances  de  los  tratados  y  reservas  pero  no  de  las
declaraciones interpretativas. Además, respecto a la necesidad de consignar en la
parte  dispositiva  del  proyecto  de  acuerdo,  las  reservas  o  declaraciones
interpretativas  que  el  Legislativo  ha  tenido  en  consideración  al  momento  de
aprobar el tratado, creía que eran materias de las que podía dejarse constancia en
el informe de la Comisión.

Los autores de la indicación fundamentaron por escrito
su proposición, señalando que esta norma solamente obligaba al Jefe del Estado
a informar sobre el contenido y alcance del tratado así como de las reservas que
pretendiera  confirmar  o  formular  e  incluía,  también,  las  declaraciones
interpretativas,  las  que  de  acuerdo  al  artículo  54  de  la  Constitución,  también
estaban dentro de la facultad del Congreso de sugerirlas, al igual que las reservas.

Por  otra  parte,  nada  se  señalaba  acerca  de  la
oportunidad de entregar esta información ni de la forma en que el Congreso podría
hacer efectivas sus sugerencias.

Por  ello,  por  razones  de  certeza  jurídica,  ya  que  el
Presidente de la República requiere el acuerdo previo del Congreso para el retiro
de una reserva que el Legislativo tuvo en consideración al momento de aprobar un
tratado, consideraban que correspondería que la información fuera entregada por
el Jefe del Estado en el mensaje o durante la discusión parlamentaria del primer o
segundo  trámite  constitucional  y  que  de  las  reservas  o  declaraciones
interpretativas  y  de  las  que  el  Congreso  acuerde  sugerir,  debería  dejarse
constancia en la parte dispositiva del proyecto de acuerdo.

El representante del Ministerio de Relaciones Exteriores
se mostró partidario de suprimir esta proposición, ateniéndose simplemente a la
norma constitucional,  explicando que lo que el Jefe del  Estado hacía en estos
casos, era informar al Congreso acerca de las reservas que pretendía introducir,
para que en el momento de solicitar el consentimiento de los parlamentarios, se
tuviera certeza acerca de las condiciones en que se lo solicitaría.
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Asimismo,  refiriéndose  al  contenido  mismo  de  la
indicación, señaló que el artículo siguiente del proyecto, es decir,  el  que figura
como  60,  señalaba  las  formas  en  que  el  Congreso  podría  formular  sus
sugerencias a un tratado. Igualmente, la redacción incurría en un error, toda vez
que  daba  a  entender  que  las  declaraciones  interpretativas,  al  igual  que  las
reservas, eran objeto de confirmación. Ante una consulta, señaló que las reservas
y  declaraciones  interpretativas  formuladas  por  terceros  estados,  solamente  se
informaban al Congreso cuando éste lo solicitaba.

La representante del Ministerio Secretaría General de la
Presidencia estimó, además, restrictiva la redacción de esta indicación, toda vez
que al  señalar  que el  Presidente debería informar al  Congreso en el  mensaje
acerca de las reservas o declaraciones que pretende introducir, significaría que
durante la tramitación de los proyectos de acuerdo no se podrían incorporar otras
reservas o declaraciones interpretativas a la consideración parlamentaria.

Los  Diputados  señora  Guzmán  y  señor  Cardemil
consideraron  necesario  que  se  informara  sobre  las  reservas  y  declaraciones
interpretativas formuladas por otros Estados, ya que un tratado era un todo al que
adhería el país y, en consecuencia, importaba conocerlas.

Finalmente, la Comisión acordó, por mayoría de votos
(3  votos  a  favor  y  1  abstención)  aprobar  la  indicación  con  las  modificaciones
sugeridas, pero trasladando la segunda parte, es decir, la que continúa luego del
punto seguido, como inciso segundo del artículo 60 ( pasó a ser 62), consignando
en esta  disposición  únicamente  la  obligación  de informar  del  Presidente  de la
República, quedando el texto de este artículo como sigue:

“Artículo 61.-  El  Presidente de la República informará
sobre el contenido y alcance del tratado, el de las reservas que pretenda confirmar
o  formular  y  el  de  las  declaraciones interpretativas  que quiera  plantear;  como
también  sobre  la  aceptación  u  oposición  a  las  reservas  o  declaraciones
interpretativas formuladas por terceros estados.”.

Artículo 60.- ( pasó a ser 62).

Esta norma dispone que en el curso del trámite de su
aprobación,  cada  Cámara  podrá  sugerir  la  formulación  de  reservas  y
declaraciones  interpretativas  a  un  tratado  internacional,  para  armonizar  sus
disposiciones con el orden normativo interno o con los intereses superiores del
Estado,  siempre que ellas procedan en conformidad a lo  previsto en el  propio
tratado o de acuerdo a las normas generales del Derecho Internacional.

Respecto  de  esta  norma,  la  Comisión  acogió  la
proposición del representante del Ministerio de Relaciones Exteriores en cuanto  a
suprimir  por  ser  limitativas  del  texto  constitucional,  las  expresiones  “  para
armonizar sus disposiciones con el orden normativo interno o con los intereses
superiores  del  Estado”,  por  estimar  que  las  reservas  y  declaraciones
interpretativas  pueden  tener  muchas  otras  finalidades  distintas  a  las  de
armonización que se proponen.

Por último, se acordó dejar constancia que la Comisión
entendía que para dar su aprobación a una reserva o declaración interpretativa,
las  Cámaras  requerirían  solamente  mayoría  simple,  tanto  por  no  existir  una
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exigencia  legal  en  otro  sentido  como por  tratarse  sólo  de  una  sugerencia  sin
carácter vinculante.

Cerrado el debate, la Comisión aprobó, por mayoría de
votos ( 3 votos a favor y 1 abstención), el siguiente texto para este artículo:

“Artículo 62.- En el curso del trámite de su aprobación,
cada  Cámara  podrá  sugerir  la  formulación  de  reservas  y  declaraciones
interpretativas  a  un  tratado  internacional,  siempre  que  ellas  procedan  en
conformidad  a  lo  previsto  en  el  propio  tratado  o  de  acuerdo  a  las  normas
generales del Derecho Internacional.

           El Congreso Nacional declarará en la parte dispositiva
del  proyecto  de  acuerdo  correspondiente,  cuales  han  sido  las  reservas  o
declaraciones  interpretativas  que  ha  tenido  en  consideración  al  momento  de
aprobar  el  tratado,  ya  sean  las  que  el  Presidente  de  la  República  tenga  el
propósito de confirmar o formular, o las que el Congreso Nacional decida sugerirle,
en conformidad con lo dispuesto por el inciso tercero del número 1) del artículo 54
de la Constitución Política.”.

Artículo 61.- (pasó a ser 63).

Este  artículo  dispone  que  si  el  Presidente  de  la
República adopta la decisión de denunciar un tratado o retirarse de él,  deberá
pedir la opinión de ambas Cámaras del Congreso, en el  caso de tratados que
hayan sido aprobados por éste.

                                          El oficio respectivo será remitido para informe de la
Comisión que corresponda, el que deberá evacuarse dentro del plazo prudencial
que la Cámara respectiva acuerde.

                                          En dicho informe, la Comisión se pronunciará sobre los
efectos, favorables o adversos, que producirá la denuncia o el retiro.

                                           El Congreso dará a conocer su dictamen o juicio, por
escrito, dentro del plazo de treinta días contados desde la recepción del oficio  en
que se solicita la opinión pertinente.

El  texto  de  este  artículo,  aprobado  por  unanimidad,
quedó como sigue:

“Artículo 63.- Si el Presidente de la República adopta la
decisión  de denunciar  un  tratado o retirarse de él,  deberá pedir  la  opinión  de
ambas Cámaras del Congreso, en el caso de tratados que hayan sido aprobados
por éste.

          El oficio respectivo será remitido para informe de la
comisión que corresponda, el que deberá evacuarse dentro del plazo prudencial
que la Cámara respectiva acuerde.

          En dicho informe, la Comisión se pronunciará sobre los
efectos, favorables o adversos, que podría producir la denuncia o el retiro.
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          El Congreso dará a conocer su opinión, por escrito,
dentro del plazo de treinta días contados desde la recepción del oficio en que se
solicita la opinión pertinente.

          Producida la denuncia o el retiro, el Presidente de la
República  deberá  informar  de  ello,  dentro  de  los  quince  días  siguientes,  al
Congreso Nacional.”.

Artículo 62.- ( pasó a ser 64).

Este artículo establece que el oficio del Presidente de la
República por el cual solicita el acuerdo del Congreso Nacional para el retiro de
una reserva que éste tuvo en consideración al momento de aprobar un tratado,
será  remitido  para  informe  de  la  Comisión  que  corresponda,  el  que  deberá
evacuarse dentro del plazo prudencial que la respectiva Cámara acuerde.

                                           Su inciso segundo agrega que en dicho informe, la
Comisión se pronunciará sobre el alcance de la reserva y los efectos que podría
producir su retiro y, si lo estimare conveniente, recomendará la aprobación o el
rechazo de la proposición de retiro.

                                          Su inciso tercero añade que cada  Cámara deberá
pronunciarse  en  un  plazo  no  superior  a  los  quince  días  contados  desde  la
recepción del oficio en que se solicita el acuerdo pertinente, so pena de tenerse
por aprobado el retiro de la reserva, en caso contrario.

El  Diputado  señor  Ascencio  presentó  una  indicación
para substituir el inciso final por el siguiente:

“La Cámara en que fue presentada la solicitud deberá
emitir su opinión en un plazo no superior a quince días al término de los cuales,
con o sin pronunciamiento sobre el retiro pasará la petición del Presidente de la
República  a  la  otra  para  que  se  manifieste  dentro  del  mismo  plazo.  Si
transcurridos treinta días desde que fuere recibido el oficio en que se solicita el
acuerdo sin que el Congreso Nacional se pronuncie, se tendrá por aprobado el
retiro de la reserva, debiendo el Presidente de la Cámara en que se presentó la
petición comunicar tal circunstancia al Presidente de la República.”

La indicación se fundamento en la necesidad de que el
pronunciamiento del  Congreso no exceda los treinta días que señala el  inciso
octavo del Nº 1) del artículo 54 de la Constitución, teniendo en cuenta, además,
que ambas Cámaras deben estar de acuerdo en la mantención o el retiro de la
reserva porque, en caso contrario, es decir, no haber acuerdo, no se produciría la
formación  de  una  comisión  mixta  para  resolver  el  desacuerdo,  sino  que  se
aplicarían las reglas propias de la tramitación de los vetos, o sea, se entendería
rechazada la proposición presidencial.

El representante del Ministerio de Relaciones Exteriores
hizo presente que en este caso no se trataba de una opinión del Congreso, sino
que de un acuerdo, por cuanto si el Congreso se opone al retiro de la reserva, el
Ejecutivo no podría retirarla, como claramente lo señala la Constitución al exigir el
acuerdo previo del Congreso, emitido en conformidad a lo establecido en la ley
orgánica constitucional respectiva. Tendría este acuerdo carácter vinculante.
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Cerrado  el  debate,  este  artículo  aprobado  por
unanimidad, quedó como sigue:

“Artículo 64.- El oficio del Presidente de la República
por el cual solicita el acuerdo del Congreso Nacional para el retiro de una reserva
que éste tuvo en consideración al momento de aprobar un tratado, será remitido
para informe de la comisión que corresponda, el que deberá evacuarse dentro del
plazo prudencial que la respectiva Cámara acuerde.

En dicho informe, la comisión se pronunciará sobre el
alcance de la reserva y los efectos que podría producir su retiro y, si lo estimare
conveniente, recomendará la aprobación o el rechazo de la proposición de retiro.

La Cámara en la que fue presentada la solicitud deberá
emitir su opinión en un plazo no superior a quince días, al término de los cuales,
con o sin pronunciamiento sobre el retiro, pasará la petición del Presidente de la
República  a  la  otra  para  que  se  manifieste  dentro  del  mismo  plazo.  Si
transcurridos treinta días desde que fuere recibido el oficio en que se solicita el
acuerdo sin que el Congreso Nacional se pronuncie, se tendrá por aprobado el
retiro de la reserva, debiendo el Presidente de la Cámara en que se presentó la
petición, comunicar tal circunstancia al Presidente de la República.”.

Ante  algunas  dudas  formuladas  por  algunos  señores
Diputados en el sentido de que sometiéndose la tramitación de los tratados a los
trámites  propios  de  una  ley,  podrían  los  desacuerdos  entre  ambas  ramas del
Congreso, resolverse mediante la formación de comisiones mixtas, se precisó que
la formación de dichas comisiones estaba establecida exclusivamente para dirimir
diferencias  en  materias  de  leyes  y  no  de  tratados,  respecto  de  los  cuales  el
desacuerdo significa simplemente, al igual que en la tramitación de los vetos, el
rechazo de la propuesta del Ejecutivo.

Artículos nuevos.

Los Diputados señores Bayo, Burgos, Escalona, Mora,
Riveros y Villouta presentaron una indicación para agregar ocho nuevos artículos
al proyecto del siguiente tenor:

“Artículo…- No requerirán de aprobación del Congreso
Nacional los tratados o acuerdos internacionales que el Presidente de la República
celebre en el ejercicio de su potestad reglamentaria en asuntos de interés general
para las relaciones internacionales del país o en materias que para la aplicación
de la ley nacional requieren un acuerdo internacional.”.

                                “Artículo…- Las Cámaras del Congreso Nacional darán
su opinión sobre las decisiones del Presidente de la República de denunciar o de
retirarse  de  un  tratado,  previo  informe  de  sus  respectivas  Comisiones  de
Relaciones Exteriores.”.  

                                 “Artículo…- Una vez que la denuncia o el retiro de un
tratado produzcan sus efectos internacionales, éstos también se producirán en el
orden jurídico interno chileno, de lo cual se hará la publicación correspondiente en
el Diario Oficial.”.

51



                                  “Artículo…- El retiro por el Presidente de la República
de una reserva que el Congreso Nacional tuvo en consideración al momento de
aprobar un tratado requerirá el  acuerdo de ambas Cámaras dado,  separada y
coincidentemente, previo informe de sus respectivas Comisiones de Relaciones
Exteriores.”.

                                   “Artículo…-  Los  hechos  que  digan  relación  con  el
tratado  internacional,  tales  como  vigencia,  formulación  y  retiro  de  reservas,
declaraciones interpretativas, objeciones a una reserva y su retiro, la denuncia,
retiro, suspensión, terminación y nulidad del mismo deberán ser publicados en el
Diario Oficial, en la forma que determine el reglamento.”.

                                   “Artículo….- El Congreso Nacional podrá delegar en el
Presidente de la República la facultad de dictar las disposiciones con fuerza de ley
que estime necesarias para el cabal cumplimiento de un tratado vigente, con las
limitaciones establecidas en los incisos segundo y siguientes del artículo 64 de la
Constitución.

                                   Tal delegación procederá, por iniciativa parlamentaria o
a solicitud del Presidente de la República, y se otorgará en la parte dispositiva del
proyecto de acuerdo aprobatorio del tratado internacional correspondiente.”.

                                   “Artículo…-  El  tratado  que  fuere  remitido  al  control
constitucional en conformidad con el Nº 1 del artículo 93 de la Constitución Política
no podrá ser ratificado por el Presidente de la República con reservas que incidan
en materias propias de ley orgánica constitucional.”.

                                    “Artículo…- Para los efectos de la  aprobación de los
tratados internacionales por el Congreso Nacional se entenderá por:

                                   a)  Reserva:  la  declaración  que  puede  formular  el
Presidente de la República al momento de suscribir o ratificar un tratado, o al de
adherir al Estado a su cumplimiento, con el objeto de excluir o modificar, en su
aplicación a Chile, los efectos jurídicos de alguna de sus disposiciones.”.

                                    b) Declaración interpretativa: la declaración que puede
formular  el  Presidente  de  la  República  al  momento  de  suscribir  o  ratificar  un
tratado, o al de adherir al Estado a su cumplimiento, con el objeto de dar a alguna
de sus disposiciones, en su aplicación a Chile, un sentido que armonice con el
orden jurídico interno o con los intereses del Estado.”.

    Sobre  todas  estas  disposiciones,  la  Comisión,  a
sugerencia del representante del Ministerio de Relaciones Exteriores, estimó que
se trataba de materias que serían tratadas en detalle en el proyecto de ley que esa
Secretaría de Estado prepara sobre los tratados internacionales. En consecuencia,
en consideración a lo anterior, procedió a rechazar dichas proposiciones, en forma
conjunta, por unanimidad.

Artículo transitorio.

 El Ejecutivo presentó una indicación para agregar una
norma transitoria a ley 18.918 del siguiente tenor:

52



““Artículo  transitorio.-  No  obstante  la  modificación
incorporada por esta ley al inciso primero del artículo 9° y lo previsto en el nuevo
artículo 54, de conformidad a la disposición cuarta transitoria de la Constitución, se
entenderá  que  cumplen  con  la  exigencia  de  quórum  calificado,  los  preceptos
legales actualmente vigentes y dictados con anterioridad a la promulgación de la
ley N° 20.050, que establecen secreto o reserva respecto de determinados actos o
documentos.”.    

Respecto  de  esta  norma,  se  señaló  que  lo  que  se
quería era aclarar un olvido en que incurrió el Congreso al aprobar las reformas
constitucionales,  por  cuanto  al  establecerse  que  las  disposiciones legales  que
mantienen el secreto de distintas normas, debían tener la característica de ser de
quórum calificado,  no  se  salvó  la  situación  de  las  normas  que  hoy  tienen  el
carácter de secretas. Como consecuencia de ello, se estarían cayendo todas las
normas reglamentarias que tenían carácter  de secretas  como por  ejemplo,  las
votaciones del Senado para los nombramientos. Al respecto, existe la duda acerca
de si el artículo 4º transitorio de la Constitución, ampara todavía aquellas normas
legales que no habiendo sido aprobadas con quórum calificado tienen el carácter
de  secretas.  Dicha  disposición  transitoria,  dictada  en  la  época  en  que  se
introdujeron en nuestra legislación las normas de quórum especial, dispuso que se
entendería que las normas actualmente en vigor sobre materias que requieren
quórum de ley orgánica constitucional o de quórum calificado, cumplen con tales
requisitos y seguirán aplicándose en lo que no sean contrarias a la Constitución,
mientras no se dicten los correspondientes cuerpos legales. El problema que se
plantea, es que al aprobarse el artículo 8º de la Carta Política, se exige para que
pueda establecerse la reserva o el  secreto, la dictación de una ley de quórum
calificado, pero no se salva la situación de las disposiciones que hoy día tienen tal
carácter. Con el fin de aclarar, se puso como ejemplo de lo anterior, el artículo 182
del Código Procesal Penal, que establece que la investigación es secreta para
todos, salvo para el imputado y los demás intervinientes, señalándose que si no se
acepta que dicha norma, anterior a la reforma constitucional, está amparada por la
disposición cuarta transitoria, estaría derogada porque no cumpliría el requisito de
ser de quórum calificado, rigiendo a su respecto el principio de publicidad. Igual
situación  y  duda  se  da  respecto  de  muchas  otras  disposiciones.  No  obstante
haberse entendido que el artículo transitorio mencionado llena ese requisito para
los efectos de las leyes, se acepta también que podría darse alguna interpretación
distinta en los tribunales en razón de que la disposición constitucional transitoria
es anterior a la reforma del artículo 8º.

Ante la objeción de la Diputada señora Guzmán, en el
sentido de que el  hecho de que el artículo 4º transitorio de la Constitución se
mantuviera intacto no obstante la reciente reforma constitucional, significaba que
conservaba plena vigencia y, por lo mismo, salvaba desde ya la situación, se hizo
presente que esa era la posición que se sustentaba, pero se trataba de evitar
posibles interpretaciones en sentido más restringido.

Cerrado  finalmente  el  debate,  se  lo  aprobó  en  los
mismos términos, por unanimidad.

***

53



Por  las  razones  señaladas  y  por  las  que  indicará
oportunamente la señora Diputada Informante, esta Comisión recomienda aprobar
el proyecto de conformidad al siguiente texto:

“PROYECTO DE LEY

Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley
Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional:

1.- Substitúyese el inciso primero del artículo 2º por el siguiente:

“  Quedarán sujetas  a  las  disposiciones de esta  ley  la  tramitación
interna  de  los  proyectos  de  ley  y  de  reforma  constitucional;  la  aprobación  o
rechazo  de  los  tratados  internacionales;  la  calificación  de  las  urgencias;  las
observaciones  o  vetos  del  Presidente  de  la  República;  las  acusaciones  que
formule  la  Cámara  de  Diputados  y  su  conocimiento  por  el  Senado,  y  el
funcionamiento y las atribuciones de las comisiones investigadoras.”.

2.- Substitúyese el inciso final del artículo 5º por los tres siguientes:

“ Cada Cámara, una vez instalada, dará inicio a sus actividades de
acuerdo con el calendario de sesiones que fije.

El período de sesiones del Congreso se extenderá entre el mes de
marzo de cada año y el mes de febrero del año siguiente.

La primera sesión de cada período legislativo será la siguiente a la
de instalación.”.

3.-Substitúyese el inciso final del artículo 5º A, por los siguientes:

“El  principio  de  transparencia  consiste  en  permitir  y  promover  el
conocimiento y publicidad de los actos y resoluciones que adopten los diputados y
senadores, las Cámaras y sus órganos internos, así como de sus fundamentos y
de los procedimientos que utilicen.

Las sesiones de las Cámaras o de sus comisiones, los documentos y
antecedentes de las mismas, las actas de sus debates y las votaciones serán
públicas. Sin embargo, cuando la publicidad de alguna de ellas afectare el debido
cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de las personas, la
seguridad  de  la  Nación  o  el  interés  nacional,  el  Presidente  de  la  respectiva
corporación o comisión, con el voto favorable de los dos tercios de los senadores
o diputados presentes o, en su caso, de los senadores o diputados presentes,
integrantes de la comisión, podrá declarar el secreto, dejando constancia de los
fundamentos de tal declaración.

En todo caso, dichas sesiones, documentos, antecedentes, actas y
votaciones  serán  siempre  secretos  cuando  corresponda  tratar  alguno  de  los
asuntos  cuya  discusión,  en  esa  calidad,  haya  solicitado  el  Presidente  de  la
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República, en conformidad con el número 15º del artículo 32 de la Constitución
Política de la República.”.

4.-Suprímese el inciso segundo del artículo 6º.

5.- Substitúyese el artículo 9° por el siguiente:

“  Artículo  9°.-  Los  organismos  de  la  administración  del  Estado
deberán  proporcionar  los  informes  y  antecedentes  específicos  que  les  sean
solicitados por las Cámaras o por los organismos internos autorizados por sus
respectivos reglamentos, con excepción de aquéllos que por expresa disposición
de una ley de quórum calificado tengan el carácter de secretos o reservados.

Los informes y antecedentes solicitados que revistan carácter secreto
o reservado de acuerdo con la ley, conforme a lo prescrito en el artículo 8° de la
Constitución  Política  de  la  República,  serán  proporcionados  por  el  respectivo
servicio, organismo o entidad, por medio del Ministro de que dependa o mediante
el cual se encuentre vinculado con el Gobierno, a la comisión o a la Cámara que
corresponda, en su caso, en la sesión secreta que para estos efectos se celebre.

Todo lo anterior es sin perjuicio de lo previsto en el inciso segundo de
la letra a) del número 1) del artículo 52 de la Constitución Política.

6.- Agrégase el siguiente inciso en el artículo 10:

“  Igual  sanción será aplicable a los representantes legales de las
empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria,
que no concurran ellos o el  personal  de su dependencia a la  citación de una
comisión especial investigadora o no proporcionen los antecedentes que se les
solicitaren.”.

7.- Reemplázanse en el inciso primero del artículo 15 las expresiones
“ el artículo anterior” por las siguientes: “ los artículos anteriores”.

8.- Substitúyese en el artículo 16 el guarismo “74” por “77”.

9.- Reemplázase en el inciso primero del artículo 19 la frase “ antes
del  término  de  la  legislatura  ordinaria”  por  la  siguiente:  “  dentro  del  mes  de
septiembre de cada año.”.

         10.- Substitúyese el artículo 20 por el siguiente:

“Artículo 20.- Las comisiones mixtas a que se refieren los artículos 70
y 71 de la Constitución Política se integrarán por igual número de miembros de
cada  Cámara,  conforme  a  lo  que  establezcan  las  normas  reglamentarias  que
ambas acuerden, las que señalarán las mismas atribuciones y deberes para los
senadores y diputados.

Estas comisiones serán presididas por  el  senador  o diputado que
elija la mayoría de ellas y se reunirán alternativamente, por asunto, en las salas de
comisiones del Senado o de la Cámara de Diputados , y podrán entrar en sesión
con la mayoría de los miembros de cada corporación que las conformen.”.

55



11.- Substitúyese el inciso primero del artículo 26 por los siguientes,
pasando  los  actuales  incisos  segundo  y  tercero,  a  ser  cuarto  y  quinto,
respectivamente:

“ El Presidente de la República, de conformidad con el artículo 74 de
la Constitución, podrá hacer presente la urgencia para el despacho de un proyecto
de ley, en uno o en todos sus trámites y, en tal caso, la Cámara respectiva deberá
pronunciarse dentro del plazo máximo de treinta días.

La  calificación  deberá  hacerla  en  el  correspondiente  mensaje  o
mediante oficio que dirigirá al  Presidente de la Cámara donde se encuentre el
proyecto, y podrá ser simple, suma o de discusión inmediata, lo que se expresará
en el mismo documento. Si así no lo hiciere, se considerará que la urgencia es
simple.

                      No obstante, cualquiera de las Cámaras podrá acordar que el plazo
de la urgencia de un proyecto quede suspendido mientras en la comisión que
deba informarlos estén pendientes dos o más proyecto con urgencia.  En todo
caso, la suspensión de la urgencia no podrá significar una extensión del plazo más
allá del establecido en el citado artículo 74 de la Constitución Política.”. 

12.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 27:

                      a)Reemplázase el inciso primero por el siguiente:

“ Cuando un proyecto sea calificado de simple urgencia, su discusión
y votación en la Cámara requerida deberán quedar terminadas en el  plazo de
treinta días; si la calificación fuere de suma urgencia, ese plazo será de quince
días, y si se solicitare discusión inmediata, será de seis días.

b) Agrégase en el inciso segundo, substituyendo el punto final por un
punto seguido, la siguiente oración:

“ Con todo, los oficios de retiro de urgencia regirán en el acto mismo
en que sean recibidos en la Secretaría de la Cámara respectiva.”.

13.- Modifícase el artículo 28 en el siguiente sentido:

a) Reemplázanse en el inciso segundo los términos “ cuatro días”  y
“tres días” por “cinco días”.

b) Substitúyense en el inciso tercero los términos “un día” y “uno” por
los siguientes: “dos días” y “dos”, respectivamente.

14.- Substitúyese el artículo 29 por el siguiente:

“Artículo 29.-   El  término del  respectivo período de sesiones dará
lugar a la caducidad de las urgencias que se encontraren pendientes en cada
Cámara, salvo las que se hayan presentado en el Senado para los asuntos a que
se refiere el número 5) del artículo 53 de la Constitución Política.”.

15.-  Substitúyese  el  inciso  primero  del  artículo  30  por  los  dos
siguientes:
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“ Los proyectos serán aprobados en general, en un solo acto, con los
votos favorables de la mayoría de los diputados o senadores presentes.

Para su aprobación en particular, deberán votarse por separado las
disposiciones del proyecto que requieran mayorías distintas a la de los miembros
presentes para su aprobación, las que serán aprobadas con la mayoría especial
que corresponda en cada caso. Tanto la discusión como la votación se efectuarán
siguiendo el orden que las disposiciones tengan en el proyecto.”.

16.- Substitúyese el artículo 31 por el siguiente:

“ Las proposiciones que hagan las comisiones mixtas no podrán ser
objeto de indicaciones y se aprobarán con la votación que corresponda según la
naturaleza de las normas legales propuestas.”.

17.- Substitúyese en los artículos 37, 39 y 47 el guarismo “48” por
“52”.

18.- Intercálanse, a continuación del artículo 52, los siguientes Títulos
V y VI, nuevos, pasando los actuales artículos 53, 54, 55 y 56 del Título Final, a
ser 65, 66, 67 y 68, respectivamente, sin modificaciones.

TÍTULO V

De las comisiones especiales investigadoras.

“Artículo  53.-  La  Cámara de Diputados creará,  a  petición  de a lo
menos  dos  quintos  de  sus  miembros  en  ejercicio,  comisiones  especiales
investigadoras  con  el  objeto  de  reunir  informaciones  relativas  a  determinados
actos del Gobierno.

Estas comisiones ni aún por la unanimidad de sus integrantes podrán
extender su cometido al conocimiento de materias no comprendidas al momento
de su creación.

Las comisiones especiales de investigación estarán integradas por el
número de miembros que determine el Reglamento de la Cámara de Diputados.

La competencia de estas comisiones se extinguirá al expirar el plazo
que les haya fijado la Cámara para el cumplimiento de su cometido. Con todo,
dicho plazo podrá ser ampliado por la Cámara, con el voto favorable de la mayoría
de los diputados presentes, siempre que la comisión haya solicitado la ampliación
antes de su vencimiento.

La última sesión  que una comisión especial  investigadora celebre
dentro del plazo, se entenderá prorrogada hasta por quince días para que aquella
acuerde las conclusiones y  proposiciones sobre la  investigación que habrá de
incluir en su informe a la Sala.

En todo caso, el término del respectivo período legislativo importará
la disolución de las comisiones especiales investigadoras.
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Artículo 54.- Las comisiones especiales investigadoras podrán citar a
sus sesiones a los Ministros de Estado, a los funcionarios de la Administración del
Estado, al personal de las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga
participación mayoritaria, quienes estarán obligado a comparecer y a suministrar
los antecedentes y las informaciones que aquéllas estimen indispensables para el
cumplimiento de su cometido.

Sin embargo, los Ministros de Estado no podrán ser citados más de
tres veces a una misma comisión investigadora, sin previo acuerdo de la mayoría
absoluta de sus miembros.

Las citaciones y las solicitudes de antecedentes, serán acordadas a
petición de un tercio de los miembros de la comisión especial investigadora.

Las citaciones o peticiones de antecedentes podrán ser extendidas al
funcionario directamente o por intermedio del jefe superior del respectivo servicio.
En el primer caso se enviará copia de la citación o solicitud a este último para el
solo efecto de su conocimiento.

Tratándose de las empresas del Estado o de aquéllas en que éste
tenga  participación  mayoritaria,  la  citación  se  dirigirá  a  quienes  ostenten  su
representación  legal,  los  cuales  podrán  comparecer  acompañados  de  las
personas que designe el órgano de administración correspondiente.

En el caso de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y
Seguridad Pública, la citación se hará llegar al superior jerárquico de la respectiva
institución, por medio del Ministro de Estado que corresponda.

Las  autoridades,  funcionarios  y  personas  citadas  conforme  a  lo
anterior,  estarán obligados a comparecer a la sesión fijada por la comisión. El
incumplimiento de la obligación de asistir, acarreará las sanciones establecidas en
el artículo 10.

Asimismo, al comparecer, dichas personas deberán suministrar los
antecedentes y las informaciones que les solicite la comisión y que se refieran al
cometido de ésta, salvo que se trate de asuntos que conforme a la ley de quórum
calificado  tengan  el  carácter  de  secretos.  En  este  último  caso,  dichos
antecedentes sólo podrán proporcionarse en sesión secreta, por el  Ministro de
cuya cartera dependa o se relacione el organismo al que pertenezca el funcionario
requerido, o por la persona que ostente la representación legal de la empresa en
que labora la persona requerida.

Las solicitudes de antecedentes serán dirigidas al Ministro o al jefe
superior del servicio a cuyo sector o ámbito de competencias correspondan las
informaciones solicitadas. Tratándose de las empresas del Estado o de aquéllas
en  que  éste  tenga  participación  mayoritaria,  la  solicitud  se  dirigirá  a  quienes
ostenten  su  representación  legal.  Si  se  tratare  de  antecedentes  que  de
conformidad a la ley de quórum calificado, tuvieren el  carácter de secretos, sólo
podrán  proporcionarse   en  sesión  secreta  por  el  respectivo  Ministro  o
representante legal de la empresa.

Artículo  55.-  Las  personas  citadas  por  una  comisión  especial
investigadora  que  se  encontraren  en  alguna  de  las  situaciones  de  excepción
descritas en los artículos 302, 303 y 305 del Código Procesal Penal, no estarán
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obligadas a prestar declaración. Sin embargo, deberán concurrir a la citación y
dejar constancia de los motivos que dan origen a la facultad de abstenerse que
invoquen.

Artículo 56.- Si fuere estrictamente necesario para el resultado de la
investigación, por la mayoría de los miembros se podrá recabar el testimonio de
particulares  o  requerirles  los  antecedentes  que  se  estimen  pertinentes  y
necesarios  para  el  cumplimiento  del  cometido  de  la  comisión  especial
investigadora.

Artículo  57.-  Quienes concurran a las sesiones de las comisiones
especiales investigadoras podrán asistir acompañadas de un asesor o letrado con
el fin de que les preste asesoría  y les proporcione los antecedentes escritos u
orales que necesiten para responder a las consultas que se les formulen.

Al Presidente de la comisión especial investigadora le corresponderá
cuidar porque se respeten los derechos de quienes concurran a sus sesiones o
sean mencionados en ellas. De modo especial, velará porque no se les falte el
respeto  debido  con  acciones  o  palabras  descomedidas,  o  con  imputaciones
mediante las cuales se les atribuyan intenciones o sentimientos opuestos a sus
deberes; y porque se salvaguarden el respeto y protección a la vida privada y a la
honra de la persona y de su familia, el secreto profesional y los demás derechos
constitucionales.

Las personas ofendidas o injustamente aludidas en el transcurso de
una investigación tendrán derecho a aclarar o rectificar tales alusiones, si así lo
estimaren pertinente.

La  comparecencia  de  una  persona  a  una  comisión  especial
investigadora,  constituirá  siempre  justificación  suficiente  cuando  su  presencia
fuere requerida simultáneamente para cumplir obligaciones laborales, educativas o
de  otra  naturaleza,  y  no  ocasionará  consecuencias  jurídicas  adversas  bajo
ninguna circunstancia.

Artículo 58.- El informe de las comisiones especiales investigadoras
deberá consignar las menciones que indica el reglamento interno de la Cámara de
Diputados.

Una copia del informe aprobado por la Cámara deberá remitirse al
Presidente de la República.

TÍTULO VI

De los tratados internacionales.

Artículo 59.-  La aprobación de un tratado requerirá de los quórum
que corresponda, en conformidad con lo dispuesto en los artículos 54 y 66 de la
Constitución  Política  de  la  República,  y  se  someterá,  en  lo  pertinente,  a  los
trámites de una ley.

Para los efectos del  inciso anterior,  las Cámaras se pronunciarán
sobre la aprobación o rechazo del tratado, en votación única y con el quórum más
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elevado  que  corresponda  a  las  materias  reguladas  por  sus  normas,  dejando
constancia  de  cuales  son las  que han requerido  quórum calificado u  orgánico
constitucional.

Durante la discusión de los tratados, sólo podrá corregirse el texto de
la parte  dispositiva del  proyecto de acuerdo propuesto por el  Presidente de la
República,  con  el  único  objeto  de  precisar  el  título  o  composición  formal  del
tratado, su fecha y lugar de celebración, según conste en el texto autenticado por
el Ministerio de Relaciones Exteriores, sometido a la consideración del Congreso
Nacional.

Artículo 60.- Si el tratado contiene alguna disposición que incida en la
organización y atribuciones de los tribunales, deberá oírse previamente a la Corte
Suprema, en conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 77 de
la Constitución.

Artículo  61.-  El  Presidente  de  la  República  informará  sobre  el
contenido  y  alcance  del  tratado,  el  de  las  reservas  que  pretenda  confirmar  o
formular  y  el  de  las  declaraciones  interpretativas  que  quiera  plantear;  como
también  sobre  la  aceptación  u  oposición  a  las  reservas  o  declaraciones
interpretativas formuladas por terceros estados.

Artículo 62.- En el curso del trámite de su aprobación, cada Cámara
podrá  sugerir  la  formulación  de  reservas  y  declaraciones  interpretativas  a  un
tratado,  siempre que ellas procedan en conformidad a lo  previsto en el  propio
tratado o de acuerdo a las normas generales del Derecho Internacional.

El Congreso Nacional declarará en la parte dispositiva del proyecto
de  acuerdo  correspondiente,  cuales  han  sido  las  reservas  o  declaraciones
interpretativas que ha tenido en consideración al momento de aprobar el tratado,
ya sean las que el Presidente de la República tenga el propósito de confirmar o
formular, o las que el Congreso Nacional decida sugerirle, en conformidad con lo
dispuesto por el  inciso tercero del número 1) del artículo 54 de la Constitución
Política.

Artículo 63.- Si el Presidente de la República adopta la decisión de
denunciar un tratado o retirarse de él, deberá pedir la opinión de ambas Cámaras
del Congreso, en el caso de tratados que hayan sido aprobados por éste.

El  oficio respectivo será remitido para informe de la comisión que
corresponda, el que deberá evacuarse dentro del plazo prudencial que la Cámara
respectiva acuerde.

En  dicho  informe,  la  Comisión  se  pronunciará  sobre  los  efectos,
favorables o adversos, que podría producir la denuncia o el retiro.

El Congreso dará a conocer su opinión, por escrito, dentro del plazo
de treinta días contados desde la recepción del oficio en que se solicita la opinión
pertinente.

Producida  la  denuncia  o  el  retiro,  el  Presidente  de  la  República
deberá  informar  de  ello,  dentro  de  los  quince  días  siguientes,  al  Congreso
Nacional. 
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Artículo  64.-  El  oficio  del  Presidente  de  la  República  por  el  cual
solicita el acuerdo del Congreso Nacional para el retiro de una reserva que éste
tuvo  en  consideración  al  momento  de  aprobar  un  tratado,  será  remitido  para
informe de la comisión que corresponda, el que deberá evacuarse dentro del plazo
prudencial que la respectiva Cámara acuerde.

En dicho informe, la comisión se pronunciará sobre el alcance de la
reserva y los efectos que podría producir su retiro y, si lo estimare conveniente,
recomendará la aprobación o el rechazo de la proposición de retiro.

La Cámara en la que fue presentada la solicitud deberá emitir  su
opinión en un plazo no superior a quince días, al término de los cuales, con o sin
pronunciamiento sobre el retiro, pasará la petición del Presidente de la República
a la otra para que se manifieste dentro del mismo plazo. Si transcurridos treinta
días desde que fuere recibido el oficio en que se solicita el acuerdo sin que el
Congreso Nacional se pronuncie, se tendrá por aprobado el retiro de la reserva,
debiendo el Presidente de la Cámara en que se presentó la petición, comunicar tal
circunstancia al Presidente de la República.

19.- Agrégase el siguiente artículo transitorio, nuevo:

“ Artículo 4º.- No obstante la modificación incorporada por esta ley al
inciso primero del artículo 9º y lo previsto en el nuevo artículo 54, de conformidad
a la disposición cuarta transitoria de la Constitución, se entenderá que cumplen
con la exigencia de quórum calificado, los preceptos legales actualmente vigentes
y dictados con anterioridad a la promulgación de la ley Nº 20.050, que establecen
secreto o reserva respecto de determinados actos o documentos.”.

****

Sala de la Comisión, a 8 de marzo de 2006.

Se designó Diputado Informante a la señora Laura Soto González.

Acordado en sesiones de fechas 1 y 19 de octubre,  2 de noviembre
de 2005, y 8 de marzo de 2006, más una sesión en comité de 7 de marzo de
2006,   con  la  asistencia  de  los  Diputados  señoras  Laura  Soto  González
(Presidenta) y María Pía Guzmán Mena y señores Pedro Araya Guerrero, Jorge
Burgos Varela, Juan Bustos Ramírez, Alberto Cardemil Herrera, Guillermo Ceroni
Fuentes, Gonzalo Ibáñez Santa María, Darío Paya Mira, Eduardo Saffirio Suárez y
Gonzalo Uriarte Herrera.

EUGENIO FOSTER MORENO
Abogado Secretario de la Comisión
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	Número 2.- ( se refunde con el número 3)
	La Diputada señora Guzmán hizo presente que la indicación ampliaba en su letra a) los plazos de las urgencias con calificación de suma y de discusión inmediata, circunstancia con la que concordaba puesto que muchas veces plazos tan breves impedían un estudio acabado de los proyectos, opinión que fue apoyada por la Diputada señora Soto quien señaló que en muchas ocasiones la calificación de la urgencia se constituía en un elemento excesivo de presión por parte del Ejecutivo.
	Presidencia, recordó que el uso de las urgencias era el elemento con que contaba el Poder Ejecutivo para agilizar o dar preferencia para el despacho de proyectos que consideraba de mayor importancia. En todo caso, estimó que ampliar el plazo de la discusión de tres a diez días en el caso de los proyectos calificados de discusión inmediata, parecía exagerado por cuanto se recurría a este tipo de calificación respecto de materias que exigían mucha premura.
	3) Del mismo Diputado señor Ascencio para introducir las siguientes modificaciones en el artículo 28:

	Número 10.- (se suprime)
	Número 11.- ( pasó a ser 14).
	Número 12.- ( pasó a ser 15).
	Número nuevo.- ( pasó a ser 17).
	Número 14.- ( pasó a ser 18)
	Título V.-
	De las comisiones especiales investigadoras
	Artículo 53.-
	Artículo 54.-
	Artículo 59.- (pasó a ser 60).

